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CONGRESO NACIONAL

Quito, 22 de abril de 2003.

Oficio No. 0408-PCN

Doctor
Jorge Morejón Martínez
Director del Registro Oficial
En su despacho
Señor Director:

Para la publicación en el Registro Oficial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 153 de la Constitución Política de la República, remito a usted copia certificada, del texto de la LEY ORGANICA REFORMATORIA A LA LEY ORGANICA DE ADUANAS que el Congreso Nacional del Ecuador discutió, aprobó, se allanó en parte a la objeción parcial del señor Presidente Constitucional de la República y se ratificó en otra parte del texto original.

También adjunto la certificación suscrita por el señor Secretario General del Congreso Nacional, sobre las fechas de los respectivos debates; y, la Resolución No. R-24-070, aprobada por el Pleno del Congreso Nacional en sesión de dieciséis de abril de 2003.

Atentamente,

f.) Guillermo Landázuri Carrillo, Presidente del Congreso Nacional.

CONGRESO NACIONAL

Dirección General de Servicios Legislativos

CERTIFICACION

Quien suscribe, Secretario General del Congreso Nacional del Ecuador, certifica que el Proyecto de LEY ORGANICA REFORMATORIA A LA LEY ORGANICA DE ADUANAS, fue discutido, aprobado, allanado en parte a la objeción parcial del señor Presidente  Constitucional de la República y ratificado en otra parte del texto original, de la siguiente manera:

	PRIMER DEBATE:
	20 y 25-02-2003.


	SEGUNDO DEBATE:
	11 y 12-03-2003.


	ALLANAMIENTO A LA OBJECION PARCIAL:


	02, 09, 15 y 16-04-2003.

	RATIFICACION DEL TEXTO ORIGINAL:
	22-04-2003.


Quito, 22 de abril de 2003.

f.) Dr. Gilberto Vaca García.

No. R-24-070

EL CONGRESO NACIONAL

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales,

Resuelve:

No dar trámite a las objeciones del señor Presidente Constitucional de la República al Proyecto de Ley Orgánica Reformatoria a la Ley Orgánica de Aduanas, constantes en el oficio No. T.061-SJ-2003-245, numerales 8 y 9 por considerarlas improcedentes, de acuerdo al artículo 153 de la Constitución Política de la República.

Dada en la ciudad de san francisco de Quito, Distrito Metropolitano, en la sala de sesiones del Congreso Nacional del Ecuador, a los dieciséis días del mes de abril del año dos mil tres.

f.) Guillermo Landázuri Carrillo, Presidente del Congreso Nacional.

f.) Jhon Argudo Pesántez, Prosecretario del Congreso Nacional.

No. 2003-2

EL CONGRESO NACIONAL

Considerando:

Que es necesario reformar la Ley Orgánica de Aduanas, estableciendo normas que permitan optimizar los sistemas informáticos y el cruce de datos entre el Servicio de Rentas Internas y la Corporación Aduanera Ecuatoriana, con el fin de eliminar la evasión y la defraudación tributarias y prestar un mejor servicio al usuario;

Que es necesario prevenir el contrabando de mercancías en el país, con un control más técnico y capacitado del personal del Servicio de Vigencia Aduanera, que permitan contrarrestar el delito del contrabando;

Que es indispensable incrementar las recaudaciones tributarias del Gobierno Nacional que se realizan a través de las aduanas del país, como soporte básico del equilibrio fiscal; y,

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, expide la siguiente:

LEY ORGANICA REFORMATORIA DE LA LEY ORGANICA DE ADUANAS

Art. 1.- Sustitúyese el literal b) del artículo 44, por el siguiente:

“b) Factura comercial y póliza de seguro expedida de acuerdo con la Ley General de Seguros y el Decreto Supremo No. 1147, publicado en el Registro Oficial No. 123 de 7 de diciembre de 1963, que servirán de base para la declaración aduanera;”.
Art. 2.- En el segundo inciso del artículo 46, elimínense las palabras: “en origen o”.

Art. 3.- Al artículo 46, añádense los siguientes incisos:

“Toda importación, cuyo valor sea superior a $ 4.000 USD, deberá contar con el correspondiente certificado de verificación en origen, excepto las importaciones destinadas al sector diplomático y consular, las mercaderías declaradas en tránsito aduanero con destino al exterior, el equipaje acompañado de viajero las amparadas en los artículos 69 y 70 de esta Ley y los productos de pesca en alta mar.

Toda mercadería proveniente de zonas francas, puertos libres, puertos de transferencia y, en general de los denominados paraísos fiscales, ingresados vía terrestre, marítima, fluvial o aérea, será obligatoriamente sometida a aforo físico en destino.

Los certificados de inspección en origen emitidos por las compañías verificadoras tienen la categoría de instrumento público.”.
Art. 4.-  Sustitúyese el artículo 106, por el siguiente:

“Art. 106.- Del Directorio.- El Directorio de la Corporación Aduanera Ecuatoriana, estará conformado por los siguientes vocales:

a) El Director del Servicio de Rentas Internas (SRI) o su delegado, quien lo presidirá y tendrá voto dirimente;

b) El Ministro de Economía y Finanzas o su delegado;

c) El Ministro de Comercio Exterior, Industrialización, Pesca y Competitividad o su delegado; y,

d) Un vocal designado por las Cámaras de la Producción o su suplente.

El Directorio de la Corporación elegirá de entre sus miembros al Vicepresidente quien remplazará al Presidente en su ausencia.

El Directorio nombrará un Secretario que deberá ser ecuatoriano, estar en goce de los derechos políticos, que deberá ser doctor en Jurisprudencia o abogado, no haber sido condenado en juicios por delitos de acción pública, no haber sido sancionado por alguna infracción o delito de carácter aduanero; y, no encontrarse en mora con las instituciones financieras públicas o que se encuentren, bajo el control del Estado.

El Gerente General de la Corporación Aduanera Ecuatoriana asistirá a las sesiones del Directorio con voz informativa, pero sin voto”.

Art. 5.- Sustitúyese el artículo 107, por el siguiente:

“Art. 107.- Requisitos.- Para ser miembro del Directorio se requiere ser ecuatoriano; estar en goce de los derechos políticos; tener título universitario afín a las actividades de la Corporación Aduanera Ecuatoriana (CAE); no haber sido condenado en juicios por delitos de acción pública; no encontrarse en mora con alguna de las instituciones financieras públicas o bajo el control del Estado; no haber sido sancionado por alguna infracción o delito aduanero; y, tener experiencia en actividades de comercio exterior o aduaneras.

La calificación de idoneidad será realizada por una compañía de auditoría externa debidamente registrada en el país.

Estos requisitos serán aplicables a los delegados de los Ministros de Estado y al representante de los sectores productivos.”.
Art. 6.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 111, por el siguiente:

“El Gerente General es la máxima autoridad operativa del Servicio de Aduanas, durará dos años en sus funciones y podrá ser reelegido por períodos iguales, sin embargo, podrá ser removido en cualquier tiempo por resolución de la mayoría del Directorio.”.
Art. 7.- Derógase el artículo 112.

Art. 8.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 114, por el siguiente:

“Los Gerentes Distritales y el Subgerente Regional serán nombrados para un período de dos años y podrán ser reelegidos por períodos iguales; sin embargo podrán ser removidos en cualquier tiempo por resolución de la mayoría del Directorio”.

Art. 9.- Al artículo 117-A, realícense las siguientes reformas:

Sustitúyese el primer inciso, por el siguiente:

“La Corporación Aduanera Ecuatoriana, el Banco Central del Ecuador, las empresas verificadoras y demás entidades que participan en el comercio exterior ecuatoriano, están obligadas a entregar al SRI en forma permanente y continua, toda la información con el contenido y en los medios que señale el SRI, para que conforme y mantenga permanentemente actualizada la base de datos con la información de las actividades de importación y exportación que será administrada por el SRI. Las empresas verificadoras que no entreguen al SRI toda la información serán sancionadas con una multa de un millón de dólares y la cancelación del permiso para operar en el país. Los funcionarios de la Corporación Aduanera Ecuatoriana, del Banco Central del Ecuador y de las demás entidades públicas que no entreguen la información o que pongan obstáculos o interferencias para obtenerlas, serán sancionados con la destitución de sus cargos.”.
Al final del tercer inciso, añádese lo siguiente:

“Los importadores, exportadores, transportadores y entidades de derecho público o privado, que no entreguen la información requerida por el SRI, serán sancionados por la CAE con multas de $ 1.000,oo USD a $ 5.000,oo USD por cada vez que se nieguen a entregar la información solicitada.”.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA.-
Facúltase expresamente al Directorio de la Corporación Aduanera Ecuatoriana para que, disponga y supervise la ejecución de la reestructuración, integral, técnica y administrativa de la CAE, hasta el 31 de diciembre de 2003, que deberá incluir la organización que se requiera para una administración aduanera moderna y la determinación del personal directivo, administrativo y de apoyo que sea necesario y suficiente para un eficiente cumplimiento de las funciones aduaneras con el perfil requerido para cada puesto. El personal directivo, administrativo y de apoyo que no fuere requerido para que continúe prestando sus servicios, será indemnizado de conformidad con lo previsto en el artículo 59 de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa. La Corporación Aduanera Ecuatoriana efectuará las reformas presupuestarias y asignará los fondos necesarios para financiar el pago de las indemnizaciones.

SEGUNDA.-
Durante los primeros ciento ochenta días de vigencia de esta ley, el Ministerio de Defensa Nacional asumirá transitoriamente la administración y control del Servicio de Vigilancia Aduanera, con sujeción a lo estipulado en los artículos 121, 122 y 126 de la Ley Orgánica de Aduanas, con propósitos de capacitación, entrenamiento, tecnificación y reestructuración del servicio. Para el efecto, el Ministerio de Defensa Nacional y la Corporación Aduanera Ecuatoriana, dentro del plazo de treinta días de expedida esta ley, celebrarán un convenio interinstitucional, el que básicamente contendrá las condiciones, el plazo y los recursos económicos necesarios para la consecución de tales propósitos.

TERCERA.-
Quedan terminados, a partir de la fecha de publicación de esta ley los períodos del Gerente General, gerentes, subgerentes, gerentes distritales y funcionarios de la Corporación Aduanera Ecuatoriana, cuyas designaciones correspondan al Directorio y al Gerente General, quienes no obstante, continuarán en funciones prorrogadas hasta ser legalmente reemplazados.

CUARTA.-
Para combatir la corrupción y el contrabando, la CAE adquirirá en forma urgente un sistema avanzado de control con rayos X u otros sistemas sujetos a estándares internacionales para el control de mercaderías y productos que ingresen al país o que se exporten, en todos los recintos aduaneros.

ARTICULO FINAL.- La presente ley reformatoria entrará en vigencia a partir de su publicación en el Registro Oficial.

Dada en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, en la sala de sesiones del Congreso Nacional del Ecuador, a los veintidós días del mes de abril  del año dos mil tres.

f.) Guillermo Landázuri Carrillo, Presidente del Congreso Nacional.

f.) John Argudo Pesántez, Prosecretario del Congreso Nacional.

CONGRESO NACIONAL

Certifico: Que la copia que antecede es igual a su original que reposa en los archivos de la Secretaría General.

Día: 22-04-03. Hora: 20h00.

f.) Ilegible.

Secretaría General.


Nº 0178

MINISTERIO DE BIENESTAR SOCIAL

Considerando:

Que, el Programa Operación Rescate Infantil, ORI, fue creado mediante Decreto Ejecutivo 1081 del 17 de septiembre de 1993, como un programa del Ministerio de Bienestar Social con el propósito de brindar atención integral a niños y niñas menores de 6 años de los sectores rurales y urbano marginales del país;

Que, mediante Decreto Ejecutivo Nº 1473 del 10 de febrero de 1994, publicado en el Registro Oficial Nº 378 del mismo mes y año, se le otorga la calidad de Unidad Ejecutora Operación Rescate Infantil, ORI, dotándole de autonomía administrativa y financiera;

Que, según Acuerdo Ministerial 3257 del 19 de abril de 1995 se expide el reglamento orgánico funcional de la institución, manifestando sus objetivos y fines;

Que, después de varios años de aplicación, y en vista de la necesidad de introducir modificaciones tendientes a cumplir adecuadamente los fines y objetivos institucionales, así como adecuar éstos, a la normativa constitucional vigente; se requiere de una forma al Orgánico Funcional del ORI;

Que, en cumplimiento de esta normatividad vigente, el ORI debe brindar atención integral a los niños y niñas menores de seis años en el país, para lo cual es decisión institucional incorporar nuevas modalidades de atención, ya sea en forma directa o indirecta;

Que, estas modalidades deben contar con mecanismos de transferencia de recursos administrativos, financieros en forma transparente, selectivos y permanentes de atención;

Que, es necesario adecuar la estructura orgánica funcional de la normativa vigente institucional, a fin de que la reestructuración administrativa financiera de la Unidad Ejecutora ORI, optimice la calidad de atención y servicio en las coberturas a los niños y niñas menores de seis años;

Que, el Estado Ecuatoriano debe promover con máxima prioridad el desarrollo integral de niños y adolescentes y asegurar el ejercicio pleno de sus derechos, de conformidad con lo prescrito en el Art. 48 de la Constitución Política;

Que, el Art. 50 de la Carta Fundamental dispone que el Estado adoptará medidas para asegurar la atención prioritaria para los menores de seis años, que garantice su nutrición, salud, educación y cuidado diario; y,

Que, en ejercicio de las atribuciones conferidas en el artículo 179, numeral 6 de la Constitución Política de la República y artículos 17 y 20 del Estatuto Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva,

Acuerda:

EXPEDIR LA SIGUIENTE REFORMA AL REGLAMENTO ORGANICO FUNCIONAL DE LA UNIDAD EJECUTORA OPERACION RESCATE INFANTIL, ORI, EXPEDIDO MEDIANTE ACUERDO MINISTERIAL 3257, PUBLICADO EN EL REGISTRO OFICIAL Nº 678 DE 19 DE ABRIL DE 1995.

Art. 1.- Suprímase el texto del literal a del artículo 2 y sustitúyase por el siguiente: Atender a la población de niños y niñas menores de seis años desde las realidades y necesidades locales en el marco del cumplimiento de sus derechos y la universalidad de la atención, mediante estrategias de prevención y control de salud, mejoramiento y recuperación nutricional, y educación inicial.

Art. 2.- Suprímase el texto de los literales b y c del artículo 3, y sustitúyase por el siguiente:

b.- Atención integral a la población de niños y niñas menores de 6 años desde las realidades y necesidades locales en el marco del cumplimiento de sus derechos y la universalidad de la atención;

c.- Reforzar las distintas modalidades de servicio y atención que actualmente ejecuta la Unidad Ejecutora e implementar nuevas modalidades de servicio para alcanzar los objetivos del programa.

Art. 3.- En el artículo 9 del Título II, agréguese el siguiente literal:

o.-) Expedir mediante resoluciones internas normativas y disposiciones para el funcionamiento técnico económico administrativo y legal de la Unidad Ejecutora ORI, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1 del Decreto Ejecutivo Nº 1473, publicado en el Registro Oficial Nº 378 de 10 de febrero de 1994.

El presente acuerdo entrará en vigencia a partir de la suscripción, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial.

Dado en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, a los 16 días del mes de abril de 2003.

f.) Ing. Patricio Ortiz, Ministro de Bienestar Social.

MINISTERIO DE BIENESTAR SOCIAL.
Es fiel copia del original.- Lo certifico.- f.) Daniel Jacho Barrera, Jefe de Archivo.- 21 de abril de 2003.


Nº 0179

MINISTERIO DE BIENESTAR SOCIAL

Considerando:

Que, por Decreto Ejecutivo Nº 1473 del 10 de febrero de 1994, publicado en el Registro Oficial Nº 378 del mismo mes y año, se crea la Unidad Ejecutora Operación Rescate Infantil;

Que, en años anteriores han existido dificultades e irregularidades en el manejo de los recursos públicos destinados al cumplimiento de los objetivos de la institución, los que ameritan medidas correctivas dentro del proceso de reestructuración de la institución;

Que, de acuerdo a los fines institucionales prescritos en el Reglamento Orgánico Funcional del ORI, se hace necesario implementar de acuerdo con la ley y los reglamentos vigentes, nuevas modalidades de administración de recursos financieros, tendientes a transparentar y efectivizar permanentemente la administración y transferencia de los mismos hacia los beneficiarios directos que actualmente atiende y a los que atenderá en el futuro la institución;

Que, el Estado Ecuatoriano requiere fortalecer su institucionalidad y su capacidad rectora en temas como el desarrollo infantil, para lo cual requiere de una estructura orgánica e institucional con capacidad de apoyar en la implementación de políticas públicas que garanticen la vigencia plena de los derechos de la niñez contemplados en la Constitución Política de la República y la nueva legislación de la niñez y adolescencia;

Que, la reestructuración del ORI tiene como propósito mejorar la calidad y las coberturas de atención de los niños y niñas menores de seis años, en el marco de la implementación del Código de la Niñez y Adolescencia que entrará en vigencia el 3 de julio de 2003;

Que, el Estado Ecuatoriano debe promover con máxima prioridad el desarrollo integral de niños y adolescentes y asegurar el ejercicio pleno de sus derechos, de conformidad con lo prescrito en el Art. 48 de la Constitución Política;

Que, el Art. 50 de la Carta Fundamental dispone que el Estado adoptará medidas para asegurar la atención prioritaria para los menores de seis años, que garantice su nutrición, salud, educación y cuidado diario; y,

En ejercicio de las atribuciones conferidas en el artículo 179, numeral 6 de la Constitución Política de la República y artículos 17 y 20 del Estatuto Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva,

Acuerda:

Art. 1.- Autorizar a la Unidad Ejecutoria ORI y su representante legal, a que previo a los requisitos legales contrate los fideicomisos necesarios, como instrumentos que permitirán el manejo ágil, transparente y eficiente de los recursos financieros de la institución.

El presente acuerdo entrará en vigencia a partir de su suscripción sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial.

Dado en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, a los 16 días del mes de abril de 2003.

f.) Ing. Patricio Ortiz, Ministro de Bienestar Social.

MINISTERIO DE BIENESTAR SOCIAL.
Es fiel copia del original.- Lo certifico.- f.) Daniel Jacho Barrera, Jefe de Archivo.- 21 de abril de 2003.


Nº 851

EL SUBSECRETARIO DE EDUCACION

Considerando:

Que, esta Subsecretaría, está empeñada en seleccionar a elementos idóneos que se responsabilicen de acciones importantes para dinamizar la gestión de la Comisión Reguladora de Costos de la Educación Particular;

Que, en el literal a) del Art. 3 del Decreto Ejecutivo Nº 2959 de 6 de agosto de 2002, publicado en el Registro Oficial Nº 642 del 16 de agosto del mismo año, al singularizar la forma como estará integrada la Comisión Nacional Reguladora de Costos de la Educación Particular, dice:

“a) El Subsecretario de Educación o su delegado, quien lo presidirá”; y,
En uso de sus atribuciones que le otorga el Art. 56 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva,

Acuerda:

Art. 1.- Delegar al señor Edwin Mafla Ortiz, Asesor de la Subsecretaría de Educación, para que presida a mi nombre y representación la Comisión Nacional Reguladora de Costos de la Educación Particular del país.

El delegado será personalmente responsable por sus acciones y omisiones en el cumplimiento de la delegación.

Comuníquese y publíquese.

Dado en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, a 17 de abril de 2003.

f.) Dr. Roberto Rodríguez Saltos, Subsecretario de Educación.

Certifico que esta copia es igual a su original.- Quito, 22 de abril de 2003.- f.) Ilegible.


Nº 852

EL SUBSECRETARIO DE EDUCACION

Considerando:

Que, es necesario designar el delegado de este Ministerio ante el Consejo Provincial de Tránsito y Transporte Terrestres de Pichincha;

Que, es atribución del doctor Roberto Rodríguez Saltos, Subsecretario de Educación, delegar sus funciones a fin de ser representado con eficiencia y eficacia; y,

En uso de sus atribuciones legales,

Acuerda:

Art. 1.- DESIGNAR.- Al doctor Mauricio Oliveros Grijalva, Director Nacional de Asesoría Jurídica de este portafolio, como delegado ante el Directorio del Consejo Provincial de Tránsito y Transporte Terrestres de Pichincha, quién informará al Subsecretario de Educación, los temas tratados y resultados obtenidos.

Art. 2.- El antes mencionado funcionario será responsable de los actos por acción u omisión que realice en ejercicio de la presente delegación.

Art. 3.- Dejar sin efecto las disposiciones de igual o menor jerarquía que se opongan al presente acuerdo ministerial.

Comuníquese y publíquese.- En la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, a 17 de abril de 2003.

f.) Dr. Roberto Rodríguez Saltos, Subsecretario de Educación.

Certifico que esta copia es igual a su original.

Quito, 21 de abril de 2003.- f.) Ilegible.

Nº 0066

Virgilio Hernández Enríquez

SUBSECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO

Considerando:

Que el señor Alcalde de la I. Municipalidad de El Empalme, provincia de Los Ríos, mediante oficio Nº 006-MSM-2003 de 7 de enero de 2003, remite para la aprobación ministerial, la Ordenanza Municipal de ampliación del límite urbano de la cabecera cantonal Velasco Ibarra;

Que el I. Concejo Cantonal de El Empalme, en sesiones de 29 de marzo, 21 de septiembre de 2001 y 18 de enero de 2002, respectivamente, aprueba la Ordenanza de ampliación del límite urbano de la cabecera cantonal Velasco Ibarra, cantón El Empalme;

Que del análisis realizado por la Dirección Nacional de Asuntos Seccionales de este portafolio, constante en el oficio Nº 0061-AS de 25 de marzo de 2003, considera procedente aprobar la mencionada ordenanza, toda vez que se ha cumplido con los requisitos legales que establece la Ley Orgánica de Régimen Municipal; y,

En ejercicio de la delegación conferida por el señor Ministro de Gobierno, Policía, Municipalidades y Cultos, mediante Acuerdo Ministerial Nº 0065 de 24 de marzo de 2003; y, en uso de la facultad que le confiere el numeral 37 del Art. 64 de la Ley de Régimen Municipal,
Acuerda:

Artículo Primero.- Aprobar la Ordenanza Municipal de ampliación del límite urbano de la cabecera cantonal Velasco Ibarra, cantón El Empalme, provincia de Los Ríos, expedida en sesiones de 29 de marzo, 21 de septiembre de 2001 y 18 de enero de 2002, respectivamente.

Artículo Segundo.- Se dispone adjuntar al presente acuerdo ministerial una copia debidamente certificada de la ordenanza aprobada, constante en 5 fojas útiles, así como remitir al Registro Oficial para su publicación.

Dado, en la sala del despacho, en Quito, a 31 de marzo de 2003.

Comuníquese.

f.) Virgilio Hernández Enríquez, Subsecretario General de Gobierno.

EL CONCEJO MUNICIPAL DEL 

CANTON EL EMPALME

Considerando:

Que mediante ordenanza municipal expedida el 23 de julio de 1988, se estableció el límite urbano de la ciudad de Velasco Ibarra, cabecera cantonal del cantón El Empalme;

Que la ciudad de Velasco Ibarra ha experimentado en los últimos años un crecimiento poblacional significativo que ha sobrepasado el límite urbano establecido;

Que es necesario incluir en el perímetro urbano a todos los sectores consolidados y en proceso de consolidación, definiendo técnicamente sus límites, a fin de coadyuvar con la planificación y desarrollo de la urbe;

Que esta acción permitirá frenar hechos especulativos sobre el suelo, además de planificar adecuadamente la dotación y distribución de las obras de infraestructura, servicios y equipamiento urbano;

Que es imprescindible definir el perímetro urbano de la ciudad de Velasco Ibarra, con el objeto de propiciar el desarrollo y crecimiento de la urbe de una manera armónica, integral y de acuerdo con las normas técnicas del ordenamiento urbano;

Que para la definición del límite urbano de la ciudad, se cuenta con el asesoramiento técnico y legal de la Dirección Nacional de Asuntos Seccionales del Ministerio de Gobierno;

Que se cuenta con el informe favorable de la comisión especial que hace referencia el inciso segundo del Art. 315 de la Ley de Régimen Municipal vigente;
Que es deber de la Municipalidad precautelar no solo su área de expansión, si no su área de amortiguamiento para protección del medio ambiente; y,

En uso de sus atribuciones previstas en los numerales 36 del Art. 64 y 126 de la Ley del Régimen Municipal vigente,

Expide:

La siguiente Ordenanza Municipal que amplía el perímetro urbano de la cabecera cantonal Velasco Ibarra, cantón El Empalme.

Art. 1.- Los límites de la zona urbana de la ciudad de Velasco Ibarra, son los siguientes:

AL NORTE.- Del punto N° 1.- ubicado en la unión del estero Lupita con la avenida Manabí (cuya prolongación conduce a Pichincha); continúa por el curso del estero Lupita aguas abajo, hasta su afluencia en el estero Barbarita, punto N° 2; de dicha afluencia, sigue por el curso del estero Barbarita aguas arriba, hasta intersecar la paralela Noroccidental a la avenida La Guayas, que pasa a 100 metros de su eje, punto N° 3; (dónde se une la calle “2” de la lotización Amado Pérez, que separa las manzanas 68 y 69); de esta intersección sigue por la paralela indicada al Noreste, hasta intersecar la paralela Oriental a la calle Caracas que pasa a 100 metros de su eje, punto Nº 4.

AL ESTE.- Del punto N° 4; continúa por la paralela Oriental a la calle cuya prolongación conduce al recinto Caracas, que pasa a 100 metros de su eje y su prolongación hasta intersecar la paralela Sur a la avenida La Guayas que pasa a 100 metros de su eje, punto N° 5; de dicha intersección, sigue por la paralela indicada al Este y Suroeste hasta intersecar la prolongación de la calle “6” que separa las manzanas 72 y 73 de la lotización Amado Pérez, en el punto N° 6; de esta intersección, una alineación al Sureste hasta la unión de la prolongación de la calle “7” de la cooperativa Atilio Vélez Aray con el estero Moja Huevo, en el punto N° 7; de esta unión, continúa por el curso del estero Moja Huevo aguas abajo, hasta su afluencia en el estero Montañuela en el punto N° 8; de dicha afluencia, continúa por el curso del estero Montañuela aguas abajo, hasta intersecar la paralela Norte a la avenida Quevedo, que pasa a 100 metros de su eje, punto N° 9; siguiendo por la paralela indicada al Sureste hasta su cruce con el eje en la entrada de la calle que conduce al recinto San Pedro, punto N° 10.

AL SUR.- Del punto N° 10; continúa por la perpendicular a la avenida Quevedo al Suroeste hasta intersecar la paralela Suroccidental a la avenida Quevedo, que pasa a 100 metros de su eje, punto N° 11; de esta intersección sigue por la paralela indicada al Noroeste hasta intersecar el eje del proyecto del paso lateral que pasa al Sur de la ciudad, punto N° 12; de dicha intersección, continúa por el eje del proyecto del paso lateral que pasa al Sur de la ciudad, al Suroeste hasta intersecar la paralela Oriental a la avenida Guayaquil que pasa a 150 metros de su eje, punto N° 13; de esta intersección sigue por la paralela señalada al Suroeste hasta intersecar la prolongación de la calle que separa las manzanas 17 y 18 frente a lotización Los Ceibos, punto    N° 14; continuando por la calle indicada al Noroeste y su prolongación hasta intersecar la paralela Occidental a la calle “B” de la lotización “Los Ceibos” que pasa a 50 metros de su eje, punto N° 15. 

AL OESTE.- Del punto N° 15; continúa por la paralela Occidental a la calle “D” de la lotización “Los Ceibos” que pasa a 50 metros de su eje al Noreste hasta intersecar el eje del proyecto del paso lateral que pasa al Sur de la ciudad, punto N° 16; continuando por el eje del proyecto del paso lateral que pasa al Sur de la ciudad al Oeste hasta su cruce con el estero El Guayabo en el punto N° 17; de dicho cruce, continúa por el curso del estero El Guayabo aguas arriba, hasta intersecar la paralela Norte al proyecto del paso lateral que pasa a 300 metros de su eje, punto N° 18; de esta intersección, continúa por la paralela indicada al Sureste hasta intersecar la paralela Noroccidental a la avenida Guayaquil que pasa a 350 metros de su eje, punto N° 19; continuando por la última paralela indicada al Noreste hasta intersecar la prolongación de la calle que separa las manzanas 3, 4, 36, 37, 38, 39, 40, 41 y 46 del sector La Chiquita, en el punto N° 20; de dicha intersección, continúa por la prolongación de la calle indicada al Noroeste hasta intersecar el estero El Guayabo en el punto N° 21; siguiendo por el curso del estero El Guayabo aguas arriba, hasta la unión de la prolongación de la calle del Hospital en el punto N° 22; de dicha unión, el meridiano geográfico al Norte hasta intersecar el eje de la prolongación de la calle Santa Elena en el punto N° 23; de dicha intersección, continúa por el eje de la prolongación de la calle Santa Elena al Noroeste hasta intersecar la paralela Occidental a la prolongación de la calle principal de la lotización San Miguel, que pasa a 150 metros de su eje, punto N° 24; de esta intersección, sigue por la paralela referida al Noreste, hasta intersecar la paralela Sur a la avenida Manabí, que pasa a 300 metros de su eje, punto N° 25; continuando por la última paralela indicada al Noroeste y Oeste hasta el punto N° 26, situado a la misma longitud geográfica de la unión del estero Lupita en la avenida Manabí (cuya prolongación conduce a Pichincha); de este punto, el meridiano geográfico al Norte hasta la unión del estero Lupita en la avenida Manabí, punto N° 1.

Art. 2.- Formará parte de la presente ordenanza como documento habilitante el plano urbano de la ciudad de Velasco Ibarra cabecera cantonal, en el que se encuentran replanteados los límites antes descritos.

Art. 3.- Esta ordenanza entrará en vigencia a partir de su aprobación por parte del Ministerio de Gobierno, Policía y Municipalidades y su publicación en el Registro Oficial.

Art. 4.- Quedan derogadas todas las ordenanzas, resoluciones o disposiciones que se opongan a la presente.

Dado y firmado en la ciudad de El Empalme, a los 18 días del mes de enero de 2002.

f.) Dr. Eduardo Franco Mora, Vicepresidente del Concejo.

f.) Sra. Consuelo Ferrín Zambrano, Secretaria (E).

Certifico que la presente ordenanza fue discutida, reformada y aprobada por el Concejo Municipal de El Empalme, en tres sesiones ordinarias del 29 de marzo de 2001, 21 de septiembre de 2001 y 18 de enero de 2002.

f.) Sra. Consuelo Ferrín Zambrano, Secretaria (E).

Ejecútese y promúlguese el 22 de febrero de 2002.

f.) Sr. Mario Ernesto Sabando Macias, Alcalde del cantón El Empalme.

N° 0067

Virgilio Hernández Enríquez

SUBSECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO

Considerando:

Que el señor Alcalde de la I. Municipalidad de Babahoyo, provincia de Los Ríos, mediante oficio N° 0390-AM de 20 de diciembre de 2002, remite para la aprobación ministerial, la Ordenanza Reformatoria a la Ordenanza de zonificación urbana de la ciudad de Babahoyo;

Que el I. Concejo Cantonal de Babahoyo, en sesiones de 12 y 19 de septiembre de 2002, respectivamente, aprueba la Ordenanza Reformatoria a la Ordenanza de zonificación urbana de la ciudad de Babahoyo, aprobado por esta Cartera de Estado con Acuerdo Ministerial N° 0127 de febrero 5 de 1991;

Que del análisis realizado por la Dirección Nacional de Asuntos Seccionales de este Portafolio, constante en el oficio N° 0062-AS de 25 de marzo de 2003, considera procedente aprobar la mencionada ordenanza, toda vez que se ha cumplido con los requisitos legales que establece la Ley Orgánica de Régimen  Municipal; y,
En ejercicio de la delegación conferida por el señor Ministro de Gobierno, Policía, Municipalidades y Cultos, mediante Acuerdo Ministerial N° 0065 de 24 de marzo de 2003; y, en uso de la facultad que le confiere el numeral 37 del Art. 64 de la Ley de Régimen Municipal,

Acuerda:

ARTICULO PRIMERO.- Aprobar la Ordenanza Reformatoria a la Ordenanza de zonificación urbana de la ciudad de Babahoyo, provincia de Los Ríos, expedida en sesiones realizadas el 12 y 19 de septiembre de 2002, respectivamente.

ARTICULO SEGUNDO.- Se dispone adjuntar al presente acuerdo ministerial una copia debidamente certificada de la ordenanza aprobada, constante en 5 fojas útiles, así como remitir al Registro Oficial para su publicación.

Dado en la sala del despacho, en Quito, a 31 de marzo de 2003.

Comuníquese.

f.) Virgilio Hernández Enríquez, Subsecretario General de Gobierno.

EL I. CONCEJO CANTONAL DE
BABAHOYO

Considerando:

Que mediante ordenanza municipal expedida el 27 de junio de mil novecientos noventa, relativa a la zonificación urbana de Babahoyo, se estableció el límite urbano de la ciudad de Babahoyo;

Que la ciudad de Babahoyo ha experimentado en los últimos años un crecimiento y desarrollo poblacional significativo, que ha sobrepasado el límite urbano vigente;

Que es necesario incluir en el perímetro urbano a todos los sectores consolidados y en proceso de consolidación, definiendo técnicamente sus límites, a fin de coadyuvar con la planificación y desarrollo de la urbe;

Que esa acción permitirá frenar hechos especulativos sobre el suelo, además de planificar adecuadamente la dotación y distribución de las obras de infraestructura, servicios y equipamiento urbano;

Que para la elaboración de la presente ordenanza, se contó con coordinación y asesoramiento técnico y legal de la Dirección Nacional de Asuntos Seccionales del Ministerio de Gobierno;

Que la presente ordenanza cuenta con el informe favorable de la Comisión Especial que hace referencia el inciso segundo del Art. 315 de la Ley de Régimen Municipal; y,

En uso de sus atribuciones previstas en los numerales 36 y 37 del Art. 64 y 126 de la Ley de Régimen Municipal,
Expide:

LA REFORMA A LA ORDENANZA DE ZONIFICACION URBANA DE BABAHOYO.

Art. 1.- Sustitúyase el literal b) del Art. 4 que corresponde a los límites urbanos de la ciudad de Babahoyo por los siguientes:

POR EL NORTE: Del punto N° 1 ubicado en el cruce del estero San Juan con la carretera Babahoyo - Quevedo; el paralelo geográfico al Este hasta intersecar el estero Salto Viejo, en el punto N° 2; de esta intersección sigue por el curso del estero Salto Viejo aguas abajo hasta su afluencia en el río Catarama, punto N° 3; de esta afluencia, el meridiano geográfico al Sur hasta intersecar la margen izquierda del río Catarama, punto N° 4; continuando por la margen izquierda del río Catarama, aguas arriba, hasta la afluencia del río Clementina en el punto N° 5; de esta afluencia sigue por el curso del río Clementina aguas arriba, hasta la unión de la prolongación de la calle quinta transversal de la ciudadela El Mamey, punto N° 6; de dicha unión, continúa por la prolongación de la calle indicada al Sureste hasta intersecar la margen izquierda del río San Pablo, punto N° 7; continuando por la margen izquierda del río San Pablo aguas arriba, hasta la afluencia del canal de drenaje CEDEGE. (La represa), en el punto N° 8; siguiendo por la margen izquierda del río San Pablo aguas arriba, en una longitud de 2.000 m, hasta el punto N° 9; situado a la misma latitud geográfica de la unión de la calle de acceso a la Facultad de Agronomía de la Universidad Técnica de Babahoyo con la carretera Babahoyo - Montalvo; de este punto, el paralelo geográfico al Este hasta intersecar la carretera Babahoyo - Montalvo, punto N° 10; siguiendo por la carretera referida al Noreste y Sureste hasta la unión de la calle de acceso a la Facultad de Agronomía de la Universidad Técnica de Babahoyo, punto N° 11; de dicha unión continúa por la carretera Babahoyo - Montalvo al Sureste, en una longitud de 200 m, hasta el punto N° 12.

POR EL ESTE Y SUR: Del punto N° 12; la perpendicular al eje de la carretera Babahoyo - Montalvo, al Suroeste hasta intersecar la paralela Suroccidental a la carretera indicada que pasa a 800 m de su eje punto N° 13; de esta intersección continúa por la paralela señalada al Noroeste y Suroeste hasta intersecar el canal de drenaje de CEDEGE, punto N° 14; siguiendo por el canal de drenaje del CEDEGE aguas arriba, hasta intersecar la paralela Sur a la avenida de circunvalación, que pasa a 900 m de su eje, punto N° 15; continuando por la última paralela indicada al Noroeste hasta intersecar el eje, de la prolongación de la calle transversal 2 (que separa la ciudadelas Muñoz Rubio y Herederos Zúñiga), punto N° 16; de esta intersección sigue por el eje de la calle transversal 2 al Norte, hasta intersecar la paralela Sur Occidental a la avenida de circunvalación que pasa a 600 m de su eje punto Nº 17; de esta intersección continúa por la paralela indicada al Noroeste y Suroeste hasta intersecar el estero Lagarto en el punto N° 18; continuando por el curso del estero Lagarto aguas abajo hasta intersecar la paralela oriental a la carretera Babahoyo - Guayaquil, que pasa a 500 m de su eje, punto 19; continuando por la paralela indicada al Sureste hasta intersecar la paralela Nororiental a la carretera Babahoyo - Mata de Cacao, que pasa a 500 m de su eje, punto N° 20; de dicha intersección continúa por la última paralela indicada al Sureste hasta el punto Nº 21, situado a la misma longitud geográfica de la afluencia del estero Las Piedras en el río Perdido; de este punto, el meridiano geográfico al Sur hasta la afluencia del estero Las Piedras en el río Perdido, punto N° 22; de esta afluencia continúa por el curso del río Perdido aguas arriba, hasta intersecar la paralela Suroccidental a la carretera Babahoyo - Mata de Cacao, que pasa a 500 m de su eje, punto N° 23; continuando por la paralela indicada al Noroeste hasta intersecar la paralela Oriental a la carretera Babahoyo - Guayaquil, que pasa a 200 m de su eje, punto N° 24; siguiendo por la última paralela referida al Suroeste en una longitud de 530 m hasta el punto N° 25; de este punto, el paralelo geográfico al Oeste, hasta intersecar la carretera Babahoyo - Guayaquil en el punto N° 26; situado a 1.300 m al Sur de la unión de la carretera Babahoyo - Mata de Cacao, de dicha intersección el paralelo geográfico al Oeste hasta intersecar la paralela occidental a la carretera Babahoyo - Guayaquil, que pasa a 500 m de su eje, punto N° 27.

POR EL OESTE: Del punto N° 27, continúa por la paralela occidental a la carretera Babahoyo - Guayaquil, que pasa a 500 m de su eje al Noreste y Noroeste hasta intersecar la margen izquierda del río Babahoyo en el punto N° 28; de dicha intersección; el meridiano geográfico al Norte hasta intersecar la margen derecha del río Babahoyo en el punto N° 29; continuando por la margen derecha del río Babahoyo aguas arriba, hasta la afluencia del estero de La Virgen punto N° 30; continuando por el curso del estero de La Virgen aguas arriba, hasta el punto N° 31; situado en la unión de la prolongación de la calle peatonal “D” de la ciudadela El Salto; de este punto, continúa por la prolongación de la calle peatonal “D” al Noreste hasta intersecar el estero San Juan en el punto N° 32; continuando el curso del estero San Juan aguas arriba, hasta su cruce con la carretera Babahoyo - Quevedo en el punto N° 1.

Art. 2.- Formará parte de la presente ordenanza como documento habilitante el plano urbano de la ciudad de Babahoyo, en el que se encuentran replanteados los límites antes descritos.

Art. 3.- La presente ordenanza municipal entrará en vigencia a partir de su aprobación por parte del Ministerio de Gobierno y su promulgación en el Registro Oficial.

Dado y firmado en la ciudad de Babahoyo, a los diecinueve días del mes de septiembre de dos mil dos.

f.) Ms. Iván Montalvo Villalva, Vicepresidente del Concejo.

f.) Lcdo. William Mazacón Chiriguayo, Secretario del Concejo.

Certifico.- Que la presente ordenanza fue discutida y aprobada por el Concejo Cantonal de Babahoyo, en dos sesiones realizadas el 12 y el 19 de septiembre de 2002.

Babahoyo, 20 de septiembre de 2002.

f.) Lcdo. William Mazacón Chiriguayo, Secretario del Concejo.

Vicepresidencia del Concejo.- Babahoyo, 20 de septiembre de 2002.

De conformidad con lo que dispone el Art. 128 de la Ley de Régimen Municipal, remítase tres ejemplares de la ordenanza que antecede, al señor Alcalde para los fines legales pertinentes.

f.) Máster Iván Montalvo Villalva, Vicepresidente del Concejo.

Alcaldía.- Babahoyo, 24 de septiembre de 2002.- Sanciono la presente ordenanza y dispongo su publicación en el Registro Oficial.

f.) Jonny Terán Salcedo, Alcalde del cantón.

No. 050

LA DIRECCION GENERAL DE 
AVIACION CIVIL

Considerando:

Que constituye un imperativo institucional sanear los recursos optimizando en la mejor forma posible el proceso recaudatorio;

Que se han dado obligaciones económicas pendientes en forma prácticamente consuetudinaria, de algunas personas naturales y sobre todo jurídicas, usuarias o beneficiarias de los servicios que provee y facilita la Dirección General de Aviación Civil; 

Que en el literal 14 del Art. 7 de la Ley de Aviación Civil se prevé como atribución del Director General de Aviación Civil: “Controlar la correcta recaudación e inversión de los fondos y administrarlos de acuerdo con la ley”;

Que en el Inc. segundo del Art. 32 de la misma ley se prevé que: “El Director General de Aviación Civil podrá resolver la suspensión de las actividades de las empresas, compañías de aviación y de las personas naturales que se encuentran en mora”;

Que la inexistencia de normas conductuales, precisas y concordantes, han incidido en la acumulación de obligaciones, que con el tiempo devienen en grandes dificultades para el cobro, con el consiguiente eventual perjuicio institucional; y de sus principales; 

Que en el país se encuentran plenamente vigentes las normas conducentes a restringir y limitar el gasto público y a fomentar el incentivo al ahorro patriótico;

Que es obligación del Director General de Aviación Civil impartir instrucciones precisas, tanto para cobrar oportuna y eficientemente los valores que le corresponden a la institución, cuanto para evitar que los valores impagos se difieran en el tiempo y se acrecienten en el monto; y,

En uso de las facultades legales de las que se halla investida,

Resuelve:
ARTICULO UNO.- A partir de la presente fecha todas las divisiones y departamentos, inmersos en la estructura organizacional de la Dirección General de Aviación Civil realizarán los mayores esfuerzos e implementarán todas las diligencias para recaudar los valores que le corresponden por disposición legal o contractual a la DAC. 

ARTICULO DOS.- Todo deudor de más de seis  mil dólares a la presente fecha debe pagar la deuda en su totalidad para seguir operando normalmente.

ARTICULO TRES.- El pago del valor adeudado puede hacerse mediante consignación en efectivo, dación en pago o con la suscripción de un convenio de facilidades de pago, en el marco de la Resolución número 179, publicada en el Registro Oficial número 355 del 26 de junio de 2001.

ARTICULO CUARTO.- Las empresas beneficiadas con un convenio de facilidades de pago, en actual vigencia, deben acreditar su cumplimiento, para seguir operando, y no podrán caer en mora por nuevos valores superiores al previsto de seis mil dólares, en este caso no procede la suscripción de un nuevo convenio de facilidades de pago.

ARTICULO CINCO.- Ninguna empresa podrá seguir operando si mantiene una deuda con la institución por cualquier concepto que supere los seis  mil dólares.

Igual situación también se aplicará a las personas naturales.

ARTICULO SEIS.- La suspensión del servicio o de las actividades operativas, devendrá en forma inmediata a la mora de más de seis  mil dólares por un período de ocho días.

ARTICULO SIETE.- No se aceptará ninguna excusa  ni devendrán justificaciones que incidan en la subsistencia de la obligación impaga, particular del cual se responsabiliza a todos los funcionarios y empleados de la Dirección General de Aviación Civil.

La presente resolución entrará en vigencia a partir de su publicación en el Registro Oficial.
Queda derogada la Resolución número 075 del 6 de julio de 2000. 

Cúmplase y ejecútese.

f.) Iván Arellano Lascano, Comandante Piloto, Director General de Aviación Civil, (E).

Expidió y firmó la resolución que antecede el Comandante Piloto Iván Arellano L., Director General de Aviación Civil encargado en la ciudad de Quito, a 9 de abril de 2003.

Certifico.- f.) Dr. Marco Cobo Quevedo, Secretario General, DAC.

Es fiel copia del original que reposa en los archivos de la Dirección General de Aviación Civil.- Certifico.- f.) Dr. Marco Cobo Quevedo, Secretario General de la DAC.


Nº NAC-0269

Econ. Elsa de Mena

DIRECTORA GENERAL DEL

SERVICIO DE RENTAS INTERNAS

Considerando:

Que, de conformidad con el artículo 8 de la Ley de Creación del Servicio de Rentas Internas, la Directora General del Servicio de Rentas Internas tiene la facultad de expedir mediante resoluciones disposiciones de carácter general y obligatorio, necesarias para la aplicación de normas legales y reglamentarias y para la armonía y eficiencia de su administración;

Que, de acuerdo con la legislación tributaria interna, la calidad de residente o domiciliado genera obligaciones fiscales frente a la Administración Tributaria;

Que, es necesario implementar los procedimientos para fortalecer las medidas para evitar la doble tributación y prevenir la evasión fiscal; y;
En uso de las atribuciones conferidas por la ley,
Resuelve:

EMISION Y VALIDEZ DE CERTIFICADOS DE RESIDENCIA FISCAL Y DE SUSTENTO DE CREDITO TRIBUTARIO DEL IMPUESTO A LA RENTA.
Art. 1.- Emisión de certificados de residencia fiscal.- Todo contribuyente que, conforme los convenios tributarios internacionales suscritos por el Ecuador o por exigencia de legislación extranjera, desee acreditar ante sujetos pasivos o administraciones tributarias de otro país, su calidad de contribuyente, y por tanto, que se encuentra declarando y pagando el impuesto a la renta en el Ecuador, podrá solicitar al Servicio de Rentas Internas la emisión de un certificado de residencia fiscal.

Art. 2.- Finalidad de los certificados de residencia fiscal.- El único propósito de los certificados de residencia fiscal es acreditar el domicilio tributario del solicitante y la jurisdicción impositiva a la que se encuentra consecuentemente sometido.

Este documento certificará adicionalmente el monto del impuesto a la renta causado, de conformidad con lo establecido en el artículo 9 de la presente resolución.
Art. 3.- Personas que pueden solicitar los certificados.- Podrán solicitar certificados de residencia fiscal, las personas naturales que han permanecido en el Ecuador por el lapso mínimo de 6 meses (183 días) consecutivos o no, dentro de un mismo año calendario y que adicionalmente cumplan los siguientes presupuestos:

a) Las personas naturales nacionales que hayan declarado su impuesto a la renta, si estuvieron obligadas a hacerlo conforme la Ley de Régimen Tributario Interno, ya sea en forma individual o mediante el formulario de retención en la fuente en relación de dependencia, correspondiente al ejercicio económico inmediato anterior;
b) Las personas naturales extranjeras deberán ostentar la respectiva visa de inmigrante. En caso de que la persona haya estado obligada a declarar su impuesto a la renta, deberá presentar una copia de dicha declaración; y,
c) También podrán solicitar dichos certificados las personas jurídicas que se hayan constituido legalmente en Ecuador y cumplan con los deberes formales exigidos por el Código Tributario.

Será condición indispensable para la presentación de las solicitudes, que los peticionarios no se encuentren omisos de sus declaraciones de impuestos y mantengan actualizada su información en el registro único de contribuyentes.

Art. 4.- Requisitos para la emisión de certificados.- La solicitud para la obtención del certificado de residencia fiscal deberá ser presentada en la respectiva Secretaría Nacional, Regional o Provincial y cumplir con los siguientes requisitos:

1. Solicitud dirigida al Director General del Servicio de Rentas Internas. En ésta se incluirán los siguientes datos:

a) Nombre del contribuyente o razón social o denominación de la sociedad;

b) Número del RUC o, en su defecto, de la cédula de identidad. Los extranjeros que no posean número de RUC o cédula de identidad, deberán consignar el número del pasaporte. En uno y otro caso, se deberá adjuntar fotocopias del documento respectivo.
Para sociedades, se deberá adjuntar copia del nombramiento actualizado del representante legal y de su cédula de identidad;

c) Dirección actual (adjuntar copia del comprobante de pago por servicios de energía eléctrica, agua potable o teléfono recientes);

d) Descripción detallada de la actividad actual del solicitante;

e) Motivo específico por el cual solicita la emisión del certificado de residencia fiscal;

f) Convenio internacional para evitar la doble tributación y prevenir la evasión fiscal bajo el cual ampara su petición;

g) Ejercicio o ejercicios fiscales sobre los cuales se requiere la certificación; 
h) Identificación de la entidad o persona a la que se le presentará el certificado, detallando su nacionalidad, domicilio y actividad; e,
i) Firma del peticionario o del representante legal.

2. De ser extranjero residente, adjuntar copia de la visa y censo correspondientes.

3. Para efectos de determinar el tiempo de permanencia en el país de las personas naturales solicitantes, deberá adjuntarse el certificado del movimiento migratorio del último año expedido por la Dirección Nacional de Migración.

4. En el caso de requerir el certificado por la expectativa de recibir un ingreso de fuente extranjera, se deberá detallar el origen y el monto del mismo (si procede del trabajo, del capital, de bienes, de negocios u otros).

Las solicitudes que no reúnan los requisitos anteriormente mencionados no serán atendidas. De verificarse el incumplimiento subsanable de algún requisito, se requerirá al solicitante para que lo complete en el término máximo de 8 días, bajo prevención de que, en caso de no hacerlo, se considerará como no presentada su solicitud.

En el caso de que no se cumplan las condiciones esenciales previstas en el artículo 3 de esta resolución, su solicitud será negada.

Art. 5.- Formulario para la solicitud de certificado.- El interesado podrá, para mayor facilidad, utilizar un formulario preestablecido para la solicitud de los certificados de residencia fiscal que se encontrará a disposición de los contribuyentes en las distintas secretarías regionales y provinciales del SRI, o podrá ser descargado de la página web del SRI, con dirección electrónica http://www.sri.gov.ec.

Art. 6.- Plazo de validez de los certificados.- Los certificados de residencia fiscal serán válidos por el período fiscal al que se refiere la solicitud. Si se solicita la certificación del ejercicio económico en curso, la validez del certificado será de 6 meses.

Art. 7.- Validez de certificados de residencia fiscal emitidos por administraciones tributarias de otros países.- Los beneficios derivados de los convenios para evitar la doble tributación sólo serán aplicables a los contribuyentes que acrediten ser residentes en el país de que se trate y cumplan con las disposiciones propias del convenio respectivo y de las demás disposiciones de la Ley de Régimen Tributario Interno.

Los certificados que expidan las autoridades fiscales extranjeras para acreditar la residencia surtirán efectos en el Ecuador toda vez que hayan sido otorgados de conformidad con la legislación interna del Estado que lo emite y cumplan con las formalidades previstas en el Art. 108 del Reglamento para la Aplicación de la Ley de Régimen Tributario y sus reformas.

Art. 8.- Sustento del crédito tributario de impuestos extranjeros.- Conforme lo establecido en el Art. 48 de la Ley de Régimen Tributario Interno y el Art. 110 de su respectivo reglamento, y sin perjuicio a lo establecido en los convenios internacionales para evitar la doble imposición celebrados por el Ecuador, la Administración Tributaria ecuatoriana reconocerá como crédito tributario para el impuesto a la renta el importe del correspondiente impuesto sobre la renta, ganancias, beneficios o ingresos, pagado en otros estados, conforme a las siguientes reglas:

· Las personas jurídicas tendrán derecho a descontar del impuesto a la renta causado en el país, el impuesto pagado en el exterior sobre esos mismos ingresos, hasta por un valor máximo del 25% del ingreso gravable obtenido en el exterior, siempre que hayan sido incluidos en la renta global del contribuyente y que el crédito no exceda del valor del impuesto atribuible a dichos ingresos en el Ecuador.

· Las personas naturales tendrán derecho a crédito tributario hasta por un monto que no exceda del monto del impuesto que se pagaría en Ecuador por el mismo ingreso.

En ambos casos, la constancia de tales pagos deberá ser justificada a través de la correspondiente declaración impositiva o mecanismo similar certificado por la Administración Tributaria correspondiente, sin perjuicio de los formalidades previstas para la validez de los documentos extranjeros.

Art. 9.- Sustento del crédito tributario de impuesto a la renta.- Para la acreditación del impuesto a la renta pagado, por personas naturales y sociedades residentes en el Ecuador ante administraciones tributarias extranjeras, la autoridad competente del Servicio de Rentas Internas expedirá, a solicitud del interesado, una certificación del impuesto a la renta causado y pagado.

Este procedimiento se aplicará también para el caso de personas naturales y sociedades no residentes que obtengan ingresos gravados de fuente ecuatoriana provenientes de actividades ocasionales o de otro tipo, que sean objeto de retención en la fuente en el país. 

Disposición Final.- La presente resolución constituye una circular de aplicación general y obligatoria, y tendrá vigencia a partir de su publicación en el Registro Oficial.

Dado en la ciudad de Quito, D.M., a 22 de abril de 2003.

Comuníquese y publíquese.

f.) Econ. Elsa de Mena, Directora General del Servicio de Rentas Internas.

Proveyó y firmó la resolución que antecede la Eco. Elsa de Mena, Directora General del Servicio de Rentas Internas, en Quito, a 22 de abril de 2003.

Lo certifico.

f.) Dra. Alba Molina, Secretaria General del Servicio de Rentas Internas.

SRI.- Es fiel copia del original.- Lo certifico.- f.) Dra. Alba Molina P., Secretaria General.

Nº 28

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Quito, a 3 de febrero de 2003; las 10h00.

VISTOS (104-2002): Janeth Eugenia Vizuete Molina, interpone recurso de hecho contra el auto dictado por la Primera Sala del Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo de Quito, el cual niega el recurso de casación interpuesto por la recurrente. Concedido tal recurso de hecho, accedió la causa a esta Sala y admitido que fue dicho recurso, para resolver lo pertinente se considera: PRIMERO.- Quedó establecido que esta Sala es competente para conocer y decidir este recurso en virtud de lo que dispone la Constitución Política de la República y la Ley Especial de Casación que regula su ejercicio. SEGUNDO.- Es axiomático, por su naturaleza y efectos el recurso de casación, es de estricto rigor legal, pues atañe al control de la legalidad de la sentencia. Y, consecuentemente, para el pronunciamiento que corresponde a la Sala, debe atenderse a dos aspectos fundamentales o antecedentes que circunscriben al ámbito de decisión jurisdiccional de la casación: la sentencia y el contenido del recurso, supuesto éste fue admitido a trámite por cumplir los requisitos formales exigidos en la ley de la materia; en tanto que en lo esencial del asunto la Sala de Casación observa que la intervención del Alcalde de la Municipalidad del Cantón La Maná se halla viciada de nulidad, en virtud de que siendo él supuestamente el agraviado, por parte de la actora de la presente causa, debió excusarse del conocimiento del caso en sede administrativa y pasar entonces, la tramitación de la misma a quien legalmente le subrogue y éste, el subrogante, pronunciar legítimamente el acto administrativo que hubiese correspondido en derecho; al no haber procedido de esta forma, se vició de nulidad el expediente administrativo, y consiguientemente el proceso en vía jurisdiccional, sustentado en aquel acto administrativo, por tanto, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se declara la nulidad de todo lo actuado a partir del trámite administrativo a costa de Dorian Gómez de la Torre, Alcalde de la Municipalidad del Cantón de La Maná, ordenándose la reposición del mismo, dejándose, por tanto, a salvo el derecho de la actora, si fuese perjudicada. La nulidad declarada no comprende los documentos públicos o privados presentados. Notifíquese, publíquese y devuélvase.

Fdo.) Dres. Luis Heredia Moreno, José Julio Benítez A. y Marcelo Icaza Ponce, Ministros Jueces y Conjuez Permanente respectivamente de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Excma. Corte Suprema de Justicia.

Es fiel copia.

f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, el Secretario encargado, Sala de lo Fiscal.

VOTO SALVADO DEL DR. MARCELO ICAZA PONCE, MINISTRO CONJUEZ PERMANENTE DE LA SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINIS-TRATIVO DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, DENTRO DEL JUICIO Nº 104/02 SEGUI-DO POR JANETH EUGENIA VIZUETE MOLINA EN CONTRA DEL ALCALDE DE LA MANA.
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Quito, a 3 de febrero de 2003; las 10h00.

VISTOS (104/02): Janeth Eugenia Vizuete Molina, interpone recurso de hecho contra el auto dictado por la Primera Sala del Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo de Quito, el cual niega el recurso de casación interpuesto por la recurrente. Concedido tal recurso de hecho, accedió la causa a esta Sala; y, admitido que fue dicho recurso, para resolver lo pertinente se considera: PRIMERO.- La Sala es competente para conocer y resolver sobre este recurso, conforme lo establecen el Art. 200 de la Constitución Política de la República y la Ley de Casación que regula su ejercicio. SEGUNDO.- La recurrente en el escrito de interposición del recurso de casación identifica la sentencia recurrida, funda el recurso de casación en las causales primera, segunda, tercera y quinta del artículo de la Ley de Casación y aduce que en la sentencia recurrida existe falta de aplicación de los artículos 23, numeral 26; 27; y 24, numerales 1, 10, 11, 119 y 272 de la Constitución Política de la República; 64 del Reglamento a la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa; 1067 del Código de Procedimiento Civil; y, 119 del Código de Procedimiento Civil; y, que la sentencia no contiene los requisitos de ley, específicamente aquellos del artículo 280 del Código de Procedimiento Civil. TERCERO.- La Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, Distrito de Quito, mediante sentencia rechaza la demanda, por cuanto afirma que constan del expediente administrativo las denuncias presentadas por Pablo Gutiérrez, Carlos Zamora, Carlos García, Héctor Salazar, Marco Bravo, etc., quienes acusan a la actora de haber injuriado al Alcalde de La Maná, tachándole de ladrón. Agrega el inferior que de lo anotado se evidencia que la actora ha utilizado términos injuriosos contra el mencionado Alcalde, lo que implica que la actora incurrió en lo señalado en el literal c) del Art. 114 de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa, que es la que precisamente invoca la autoridad administrativa para destituirla. CUARTO.- Las facultades del Alcalde son regladas y sus decisiones deben estar encuadradas dentro de las normas legales, sin ocultar en la motivación del acto la verdadera intención de la autoridad. Sobre esta premisa y con base de lo constante en autos, es menester hacer dos especiales consideraciones: a) La autoridad nominadora, cuando ejerce su facultad sancionadora en contra de los servidores públicos, desempeña una función similar a la del Juez en la vía administrativa; es decir, posee autoridad para instruir, tramitar, juzgar, sentenciar y ejecutar el fallo. Entre las características esenciales del juzgador sobresale la imparcialidad de la que debe estar en pleno goce. En la especie, el señor Alcalde de La Maná, por tratarse de asunto propio, pues estaba juzgando supuestas injurias proferidas en su contra, tenía en el caso, interés personal; por lo mismo, debió excusarse ante el Vicepresidente del Concejo que, ejerciendo sus funciones de autoridad competente, estaba obligado a disponer la iniciación del sumario administrativo y a imponer, de haber méritos, la sanción correspondiente. En conclusión, la intervención del titular del Concejo, juzgando cosa propia se convirtió en Juez y parte y, consecuentemente, nulitó el sumario administrativo y la sanción que impuso. En el Diccionario Enciclopédico del Derecho Usual de Guillermo Cabanellas, encontramos: “Juez y Parte.- Locución referida al que pertenece la decisión en asunto o caso que le interese personal o materialmente. El logro de un beneficio que no corresponde o el liberarse por propia iniciativa de obligaciones, por conspirar contra la imparcialidad, ante estímulos humanos de superación dificilísima, llevan a negarle autoridad a las opiniones y medidas de quien así procede en la esfera privada; y a recusar, de un proceder por inhibición extemporánea e interesado, por tal motivo a jueces y funcionarios judiciales. Un aforismo romano expresaba este impedimento o prohibición con las palabras siguientes: Nemo esse judex in sua causa potest (nadie puede ser Juez en causa propia); y, b) En la doctrina administrativa, el acto de destitución dictado por el Alcalde de La Maná, está catalogado como un acto con vicio de tipo subjetivo y que los tratadistas lo denominan “desviación de poder”. Gustavo Penagos, en su obra “El Acto Administrativo”, sobre el tema, nos enseña: por eso a pesar de la legalidad de un acto por el aspecto de la capacidad o competencia del funcionario que lo dicte, de la manera regular externa a que se haya ajustado, puede sin embargo ser legal si las causas o motivos que lo originan no consulta la recta administración. Esto último es lo que se denomina desviación del poder que hace nulo el acto y que puede existir en todo acto cualesquiera sea la facultad discrecional del funcionario. El fin es un elemento esencial en todo acto administrativo, y por consiguiente la desviación del poder, o sea la traición a ese fin, invalida el acto, expresa Enrique Sayaguez Laso, y agrega: Si bien la desviación del poder supone la existencia de un fin espúrio, que la jurisprudencia puntualizada cuando resulta probado en el juicio, la imposibilidad de precisarlo no es obstáculo para admitir la acción si se demuestra que no existió ningún fin ilícito admisible, lo cual permite presumir aquel. Pero indudablemente uno de los más característicos es la enexitud o discordancia de los motivos que aparentemente justifica el acto. La desviación del poder -dice Hauriau- es el hecho de una autoridad administrativa que, aunque cumpliendo un acto de su competencia y observando para ello las formas prescritas y todavía sin incurrir en ninguna violación formal de la ley, hace uso de sus poderes para otros fines que aquellos para los cuales esos poderes le fueron conferidos. La desviación de poder y los móviles privados, políticos y religiosos. Se incurre en desviación de poder, expone a su vez, Manuel J. Argañaraz, cuando el funcionario produce el acto administrativo movido por una finalidad distinta de aquella querida expresa o presuntivamente por la ley excediendo de ese modo los poderes que le han sido otorgados. Y al señalar los móviles característicos de la desviación de poder considera el mismo autor a) El móvil personal. Cuando el acto administrativo ha sido producido para satisfacer una animosidad del agente, sea de carácter privado (una venganza); sea de carácter político (para eliminar un candidato en el acto eleccionario); sea de carácter religioso (interdicción arbitraria de una ceremonia del culto). Hay, pues, acuerdo unánime en que la desviación del poder existente en el acto administrativo cuando los móviles o los fines que le han dado origen no son los previstos por la ley, o cuando tales móviles o fines son de índole personal de quien realiza o expide el acto. QUINTO.- Los vicios analizados en los exámenes efectuados en el considerando que precede, como se dejó anotado, producen la nulidad del acto administrativo, nulidad que devuelve las cosas a su estado anterior, con obligación de indemnizar por parte de quien lo motivó. SEXTO.- Por otro lado, si se analizan las denuncias que sirvieron de base para el enjuiciamiento administrativo y la consiguiente sanción de destitución, se llega a la conclusión de que o se refiere a generalidades como las que consignan los ciudadanos Pablo Gutiérrez, Carlos Zamora y Ramiro Barriga, (fs. 3, 4 y 5 del expediente administrativo) o se trata de personas que tiene vínculo laboral con el Municipio; tal es el caso de Mario Jácome, Héctor Salazar, Marco Bravo, Asdrúbal Barreno que son empleados de esa entidad edilicia y, a estas confesiones fictas se les da el valor de prueba según el Art. 135 del Código de Procedimiento Civil y de ella se desprende que a tales denunciantes, por la relación de dependencia con la autoridad nominadora, no puede considerárseles como imparciales; de igual manera, no puede estimárseles como tales, a quienes rindieron su confesión. Por lo expuesto, sin que sea menester ninguna otra consideración, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se casa la sentencia y se declara la nulidad del acto administrativo impugnado, disponiendo que el Alcalde de La Maná dentro de quince días restituya a Janeth Vizuete Molina al cargo de Bibliotecaria del Municipio de La Maná y ordene el pago de las remuneraciones que ha dejado de percibir desde la fecha de destitución hasta la correspondiente a su reintegro. Sin costas. Notifíquese, devuélvase y publíquese.

Fdo.) Dres. Luis Heredia Moreno, José Julio Benítez A. y Marcelo Icaza Ponce, Ministros Jueces y Conjuez Permanente respectivamente de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Excma. Corte Suprema  de  Justicia.

RAZON: Las tres copias que anteceden son iguales a su original.

Quito, a 19 de marzo de 2003.

f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario encargado de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.


Nº 31

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Quito, a 4 de febrero de 2003; las 16h00.

VISTOS (404-01): El Dr. Carlos Julio Aguinaga Aillón, Presidente del Tribunal Supremo Electoral, interpone recurso de casación de la sentencia expedida por la Primera Sala del Tribunal Distrital de lo Contencioso de Quito que en su parte decisoria aceptó la demanda presentada por el economista José Carrera Vallejo y declaró ilegal la resolución del Tribunal que negó al actor el pago de remuneraciones como Director Financiero, en el período comprendido entre marzo y julio de 1997. Aduce el recurrente que la sentencia ha infringido las normas de derecho del Art. 7 de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa, concordante con el Art. 4 del reglamento general a esta ley; y, el Art. 144 del Código de Procedimiento Civil, y en su concretación afirma que hay falta de aplicación de los citados artículos de la ley y reglamento en referencia, lo que se encuadra -dice- en la primera casual del Art. 3 de la Ley de Casación; y, además, alega errónea interpretación de los preceptos jurídicos aplicables a la valoración de la prueba, incriminado en la causal tercera del mismo Art. 3. Admitido a trámite el recurso y sustanciado al estado de dictarse sentencia, conforme su naturaleza y trámite inherente al mismo, para este fin se considera: PRIMERO.- Quedó establecida la competencia de la Sala para conocer y decidir el caso, conforme prevé el Art. 200 de la Constitución Política de la República y Ley de Casación que regula su ejercicio, situación jurídica que no ha variado. SEGUNDO.- El Tribunal “a quo” en su fallo reseña los antecedentes de la acción incoada y la contestación del Director Nacional de Patrocinio del Estado, quien se limitó a decir que lo hace sólo para vigilar las actuaciones judiciales, mientras el silencio del demandado lo tomó como negativa pura y simple de sus fundamentos; luego refiérese al memorando del 13 de marzo de 1997, en el que el Secretario General del Tribunal comunica al Director de Recursos Humanos que ese organismo en sesión ordinaria del día 12 de marzo de 1997 “resolvió” nombrar Asesor Económico al economista José Carrera, por sus conocimientos y experiencia (fs. 4); igualmente al escrito de 28 de julio de 1998, presentado por el Lcdo. Eduardo Villaquirán Lebed, entonces Presidente del Tribunal, quien expresa a la Sala, que según el informe no ha lugar a pagos porque la Dirección de Recursos Humanos no remitió pedido de pago alguno para el actor, porque nunca hubo nombramiento, contrato u otro documento que obligue al Tribunal Supremo Electoral a pagar sueldo u honorarios (pág. 45). A continuación, refiérese al memorando Nº 058 del 7 de julio de 1999, en el que la Lcda. María Herrera, Contadora General, deja constancia de que al reclamante se le ha pagado hasta el mes de febrero inclusive, de 1997, pero nada en marzo (fs. 40). Puntualiza la Sala de origen que en su confesión José Eduardo Carrera Vallejo, expresa que el Tribunal Supremo Electoral en pleno resolvió nombrarle Asesor Económico de la institución; que sus labores las realizaba en el edificio de esa entidad, dentro del horario que observaba todo el personal (fs. 51). Cita, asimismo, que a través del oficio 00502 del 28 de julio de 1997, suscrito por el Secretario del Tribunal, éste rechaza el reclamo del accionante, porque el actual pleno del Tribunal nada tiene que resolver al respecto (fs. 1). Finalmente, menciona que en el documento del 22 de abril de 1997 (fs. 2) se halla el reclamo administrativo del economista Carrera para que se le pague. Con tales antecedentes estima el Tribunal “a quo”, que la afirmación del acta de haber prestado servicio a la institución demandada, en el lapso determinado, mediante nombramiento, no ha sido desvirtuada, menos aún el habérsele pagado, aduciendo que el actual Tribunal nada tiene que resolver al respecto. Este supuesto, al tenor de lo previsto en el Art. 27, ordinal 17 de la Constitución Política de la República, en concordancia con el Art. 3, inciso tercero del Código de Trabajo, a nadie se le puede obligar que preste servicios gratuitos y, que en general todo trabajo debe ser remunerado. Concluye entonces la Sala de origen en la procedencia y aceptación de la demanda. TERCERO.- Examinando el proceso, la Sala establece que desde que se expidió el acto administrativo impugnado, consistente en la negativa de pago de remuneraciones de marzo a julio de 1997 e inclusive desde la negativa definitiva del Tribunal comunicada, según el propio actor en oficio Nº 502 de 23 de julio de 1997 hasta el 12 de enero de 1998, fecha de presentación de la demanda, había excedido el término fatal establecido en el Art. 65 de la Ley de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, para el ejercicio de la acción judicial, por lo que se operó la caducidad de la misma, la que es de carácter objetivo “per se” y declarable de oficio, a diferencia de la prescripción que es de índole subjetiva y declarable sólo a petición de la parte que quiere aprovecharse de ella. Por lo expuesto, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se casa la sentencia y se declara caducada la acción que dio origen a la presente causa. Sin costas. Notifíquese, publíquese y devuélvase.

Fdo.) Dres. Luis Heredia Moreno, José Julio Benítez Astudillo y Marcelo Icaza Ponce, Ministros Jueces y Ministro Conjuez Permanente de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.

RAZON: Las dos copias que anteceden son iguales a su original.- Quito, a 19 de marzo de 2003.

f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario encargado de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.

N° 33

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Quito, a 7 de febrero de 2003; las 10h00.

VISTOS (123-2002): El doctor Carlos Flores Salazar, legalmente autorizado por el doctor Jorge Raúl Torres Argüello, Director Ejecutivo del Instituto Nacional de Desarrollo Agrario, INDA, interpone recurso de casación contra la sentencia dictada por la Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo de Quito, la cual declara la nulidad del acto administrativo impugnado. Concedido el recurso y habiéndose agotado el trámite previsto en la Ley de Casación, esta Sala para resolver lo pertinente considera: PRIMERO.- La Sala es competente para conocer y decidir este recurso en virtud de lo que dispone el artículo 200 de la Constitución Política de la República y la Ley de Casación que regula su ejercicio. SEGUNDO.- El recurso se funda en la causal primera del artículo 3 de la Ley de Casación y aduce que en la decisión recurrida existe falta de aplicación de los artículos 39 de la Ley de Desarrollo Agrario, 61 y 62 del reglamento general de la misma ley, en concordancia con los artículos 31, numeral 4, 26 letra b) y 27 de la citada ley. TERCERO.- El artículo 39 de la Ley de Desarrollo Agrario, INDA, ordena que el Instituto Nacional de Desarrollo Agrario (INDA), legalizará mediante adjudicación a favor de los posesionarios, las tierras rústicas, cuando compruebe la tenencia ininterrumpida mínima de cinco años. Esta disposición guarda relación entre otras, con la del Art. 61, numeral 4 del mismo cuerpo legal que establece que, el Director Ejecutivo del INDA, entre otras funciones podrá adjudicar las tierras que sean de propiedad del INDA.- Las disposiciones legales antes referidas, concuerdan con las normas constantes en los Arts. 61 y 62 del reglamento a dicha ley. Pero, en el caso “sub júdice”, el Director Ejecutivo del INDA, dentro del trámite administrativo de oposición y la adjudicación planteada por Víctor Manuel Camacho y otros, en contra de Jaime Gonzalo Ramos Moral, con fecha 19 de noviembre de 1999, dictó la providencia, materia de la presente impugnación, la que en la parte resolutiva manifiesta: “...Por cuanto el INDA carece de competencia para adjudicar tierras que no son de su patrimonio, esto es tierras de propiedad privada, con títulos de dominio no declarados nulos, se ordena el archivo del expediente...”. Frente a esta resolución, bien analiza el Tribunal inferior al manifestar que: “...En la especie, habiéndose presentado las oposiciones señaladas, éstas requieren, previo análisis de la expedición de resolución debidamente motivada que acepte o rechace las oposiciones y, desde luego el pronunciamiento respecto a la procedencia de la adjudicación de los predios, cuyo patrimonio corresponde a la entidad, objeto de la pertinente petición. Ordenar el archivo de la causa no puede considerarse una resolución en sí, sin una verdadera resolución del procedimiento; tanto más que se obliga a quien peticionó la adjudicación a iniciar nuevo proceso, atentando contra el principio de celeridad y economía procesal que informa el procedimiento administrativo. Las causas administrativas solo pueden ser archivadas cuando los procesos han concluido con su debida ejecución...”. De lo expuesto se infiere que el acto administrativo impugnado incurre en la causal prevista en la letra b) del Art. 59 de la Ley de  Jurisdicción Contencioso Administrativa, que señala como causal de nulidad: “La omisión o incumplimiento de las formalidades legales que se deben observar para dictar una resolución o iniciar un procedimiento, de acuerdo con la ley cuya violación se denuncia, siempre que la omisión o incumplimiento causen gravamen irreparable o influyan en la decisión.”. CUARTO.- Esta Sala Casacional también coincide en lo expuesto por el Tribunal inferior, en el sentido de que el Director Ejecutivo del INDA, debió pronunciarse sobre lo que era materia de una reclamación administrativa, es decir aceptando o rechazando la adjudicación de un lote de terreno de 96,66 has de superficie, en beneficio de Jaime Gonzalo Ramos Moral e igualmente pronunciándose sobre la oposición a la adjudicación hecha por Víctor Manuel Camacho y otros, teniendo como base las normas de la Ley de Desarrollo Agrario y su reglamento.- Al ordenarse el archivo, no hubo un pronunciamiento sobre el trámite administrativo puesto a conocimiento y resolución del Director Ejecutivo del INDA, y corresponde a este funcionario, emitir la resolución que corresponda, de manera motivada, decidiendo sobre la petición de adjudicación y sobre las oposiciones presentadas.- Por estas consideraciones, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se rechaza el recurso interpuesto ratificándose en todas sus partes la resolución dictada por el Tribunal inferior.- Sin costas.- Notifíquese, devuélvase y publíquese.

Fdo.) Dres. Luis Heredia Moreno, José Julio Benítez A., y Marcelo Icaza Ponce, Ministros Jueces y Ministro Conjuez Permanente respectivamente de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Excma. Corte Suprema de Justicia.

Razón: Las dos copias que anteceden son iguales a su original.- Quito, a 19 de marzo de 2003.

f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario encargado de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.


N° 40

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Quito, a 19 de febrero de 2003; las 09h30.

VISTOS (98-2002): Roberto Antonio Delgado Alvarado interpone recurso de casación contra la sentencia de mayoría dictada por la Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo de Quito, la cual rechaza la demanda presentada en contra del Consejo Nacional de Radiodifusión y Televisión CONARTEL. Concedido el recurso y habiéndose agotado el trámite prescrito en la Ley de Casación, esta Sala para resolver lo pertinente considera: PRIMERO.- La Sala es competente para conocer y decidir este recurso en virtud de lo que disponen el artículo 200 de la Constitución Política de la República y la Ley de Casación que regula su ejercicio. SEGUNDO.- El recurso se funda en la causal primera del artículo 3 de la Ley de Casación y aduce que en la decisión recurrida existe falta de aplicación de los artículos 119, 278 y 280 del Código de Procedimiento Civil y 59 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. TERCERO.- El recurso de casación es rigurosamente reglado, y por tanto debe cumplir inexorablemente los requisitos formales puntualizados por el Art. 6 de la Ley de Casación. El recurrente en su escrito que contiene el recurso cita como infringidos los artículos 117, 278 y 280 del Código de Procedimiento Civil, el primero referente a la obligación del actor de probar los hechos que ha propuesto afirmativamente en el juicio y que ha negado el reo, en tanto que los Arts. 278 y 280 disponen que en las sentencias y en los autos se decidirán con claridad los puntos que fueren materia de la resolución, fundándose en la ley y en los méritos del proceso, y a falta de ley, en los principios de justicia universal, y el Art. 280 el mismo cuerpo de leyes establece que en la sentencia y en los autos que decidan algún incidente o resuelvan sobre la acción principal, se expresará el asunto que va a decidirse y los fundamentos o motivos de la decisión. Al haberse acogido el recurrente a la causal primera del Art. 3 de la Ley de Casación, imperativamente tenía que citar no solo las normas que estima violadas en la valoración de la prueba sino fundamentalmente identificar específicamente las normas sustantivas que considera omitidas o infringidas en la sentencia como consecuencia y a la incidencia de la violación de las normas de la valoración de la prueba. Habiendo varias normas violadas en la apreciación de la prueba y consecuentemente, en la parte resolutiva de la sentencia, el recurso de casación tiene que revestir la forma que la técnica llama proposición jurídica completa. Si el recurrente no plantea tal proposición señalando con precisión una a una y todas las normas de derecho que estima violadas en la sentencia sino que se limita a una cita parcial o incompleta de ellas, el recurso no está debidamente formalizado. CUARTO.- Además, como lo exige el numeral cuarto del Art. 6 de la Ley de Casación, el recurrente tenía que determinar los fundamentos en los que se apoya. Como lo dice el tratadista Núñez Aristimuño: “La fundamentación es la carga procesal más exigente impuesta al recurrente como requisito esencial de la formalización, por su amplitud, complejidad y trascendencia. Requiere el desarrollo y razonamiento sometidos a una lógica jurídica clara y completa y al mismo tiempo, a los principios primordiales que la doctrina de casación ha elaborado. Sin fundamentación, sin razonar las infracciones denunciadas no existe formalización. La fundamentación de la infracción debe hacerse en forma clara y precisa, sin incurrir en imputaciones vagas, vinculando el contenido de las normas que se pretenden infringidas con los hechos y circunstancias a que se refiere la violación, esto es que la infracción debe ser demostrada sin que a tal efecto baste señalar que la sentencia infringió tal o cual precepto legal, es necesario que se demuestre cómo, cuándo y en qué sentido se incurrió en la infracción”. El recurrente no hace esta fundamentación sino que pretende que el Tribunal de Casación revise la totalidad de las pruebas que han sido aportadas en el proceso, y que la Sala Casacional establezca en qué forma ha incidido la omisión de los artículos antes referidos. QUINTO.- El Art. 119 del Código de Procedimiento Civil dispone que la prueba debe ser apreciada en conjunto de acuerdo con las reglas de la sana crítica. Es criterio reiterado de las salas de Casación de la Excma. Corte Suprema de Justicia de conformidad con la doctrina, que no puede servir de único fundamento para el recurso de casación la antedicha disposición porque lejos de contener preceptos sobre apreciación de la prueba, faculta a los tribunales para apreciarla conforme a las reglas de la crítica racional. Las reglas de la sana crítica no se hallan consignadas en ningún precepto legal concreto y taxativo que haya podido citarse como infringido y por lo tanto, tal expresión no obliga a la Sala de instancia a seguir un criterio determinado. Por lo que, esta sola alegación no es suficiente para formular un cargo en contra de la sentencia, además la Sala considera que el Tribunal “a quo” ha realizado un análisis lógico de la prueba aportada en su conjunto y no ha violado disposición legal alguna. SEXTO.- Lo anterior nos lleva a la evidente conclusión de que tratándose de un recurso contencioso administrativo de plena jurisdicción o subjetivo, solo puede considerarse que hay nulidad con sus efectos específicos cuando el caso se halla inmerso en las dos únicas causas expresa y taxativamente señaladas en el Art. 59 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa; falta de competencia de la autoridad que dictó el acto administrativo impugnado, u omisión o incumplimiento de las formalidades legales que se deben observar para dictar una resolución o iniciar un procedimiento; formalidades éstas que miran no al respeto de los derechos del administrado, sino a las condiciones, extensión y ritualidades exigidas por la ley para que el funcionario competente pueda ejercer su potestad administrativa de conformidad con la ley de la materia. En consecuencia, no se puede pretender que por ninguna otra causa se declare la nulidad del recurso contencioso administrativo, en recurso subjetivo. Lo anterior nos lleva a la evidente conclusión de que, en el caso, no hay lugar a la nulidad alegada por el recurrente, y en consecuencia bien hizo el Tribunal “a quo” rechazar la demanda propuesta. SEPTIMO.- A más de lo expuesto en los considerandos anteriores, es necesario referirse al hecho de que si bien el actor se encuentra al día en el pago de las respectivas tasas, esto no quiere decir que se haya cumplido con el contrato de concesión de frecuencia, puesto que la radio LINDA’S de la ciudad de Manta, no ha operado desde la fecha de tal concesión, esto es desde el 7 de mayo de 1992, no obstante que ha transcurrido cinco años y ocho meses, como lo afirma la autoridad competente. Por otro lado, el hecho de que el Ing. Nelson Peñafiel, Superintendente de Telecomunicaciones, presente en la diligencia de inspección y manifieste que radio LINDA’S se encuentra funcionando desde 1998, tampoco quiere decir que el actor haya cumplido con el contrato.- Además, como lo afirma el Tribunal inferior, la inspección fue realizada con posterioridad a la emisión de la Resolución N° 0409 de 1 de febrero de 1998, esto es, se trata de un hecho superveniente. Si bien es cierto que en la misma inspección judicial practicada por el Tribunal “a quo”, el 22 de junio de 2001, en la cual se pudo constatar el funcionamiento y la instalación de los equipos para la operación de la estación radial, no es menos cierto que con ello no se ha probado que su instalación, operación y funcionamiento sea anterior a la fecha en la cual se dispuso el trámite de terminación del contrato de concesión; por lo que, los antecedentes fácticos de la resolución de 13 de febrero de 1998 no han sido desvirtuados, razón por la que no se puede aducir que el acto administrativo impugnado sea ilegal; al contrario, el acto administrativo impugnado, al haberse dictado antes de que la radio LINDA’S haya entrado en funcionamiento, determina la legalidad del mismo.- Sin otras consideraciones, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se rechaza el recurso interpuesto.- Sin costas.- Notifíquese, devuélvase y publíquese.

Fdo.) Dres. José Julio Benítez A., Luis Heredia Moreno y Marcelo Icaza Ponce, Ministros Jueces y Conjuez Permanente, respectivamente de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.

Razón: Las dos copias que anteceden son iguales a su original.- Quito, a 19 de marzo de 2003.

f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario encargado de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.


Nº 41

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Quito, a 19 de febrero de 2003; las 10h00.

VISTOS (97-02): Víctor Hugo Oquendo Avendaño interpone recurso de casación contra la sentencia dictada por la Segunda Sala del Tribunal Distrital No. 1 de lo Contencioso Administrativo dentro del juicio seguido por el recurrente en contra el Ministro de Energía y Minas, Director Nacional de Hidrocarburos y Procurador General del Estado; sentencia en la cual se rechaza la demanda. Funda su recurso en la causal primera del Art. 3 de la Ley de Casación por errónea interpretación del Art. 59, literal b) de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa; y, en la causal tercera por falta de aplicación de los preceptos jurídicos aplicables a la valoración de la prueba constantes en los Arts. 117 y 119 del Código de Procedimiento Civil. Habiéndose establecido la competencia de la Sala para conocer y resolver el recurso interpuesto con oportunidad de la calificación del mismo, presupuesto procesal que no ha variado, y una vez agotado el trámite establecido por la ley, es procedente que se dicte sentencia, a efecto de lo cual se hacen las siguientes consideraciones: PRIMERO.- El recurso de casación es rigurosamente reglado, y el recurrente tiene que cumplir inexorablemente los requisitos formales puntualizados por el Art. 6 de la Ley de Casación. El recurrente en su escrito que contiene el recurso cita como infringidos los artículos 117 y 119 del Código de Procedimiento Civil, el primero referente a la obligación del actor de probar los hechos que ha propuesto afirmativamente en el juicio y que ha negado el reo; en tanto que el segundo inciso de Art. 119 dispone que el Juez no tendrá la obligación de expresar en su resolución la valoración de todas las pruebas producidas, sino únicamente de las que fueran decisivas para el fallo de la causa. Al haberse acogido el recurrente a la causal tercera del Art. 3 de la Ley de Casación, imperativamente tenía que citar no solo las normas que estima violadas en la valoración de la prueba sino fundamentalmente identificar específicamente las normas sustantivas que considera infringidas en la sentencia como consecuencia y a la incidencia de la violación de las normas de la valoración de la prueba. Habiendo varias normas violadas en la apreciación de la prueba y consecuentemente, en la parte resolutiva de la sentencia, el recurso de casación tiene que revestir la forma que la técnica llama proposición jurídica completa. Si el recurrente no plantea tal proposición señalando con precisión una a una y todas las normas de derecho que estima violadas en la sentencia sino que se limita a una cita parcial o incompleta de ellas, el recurso no está debidamente formalizado. SEGUNDO.- Además, como lo exige el numeral cuarto del Art. 6 de la Ley de Casación, el recurrente tenía que determinar los fundamentos en los que se apoya. Como lo dice el tratadista Núñez Aristimuño: “La fundamentación es la carga procesal más exigente impuesta al recurrente como requisito esencial de la formalización, por su amplitud, complejidad y trascendencia. Requiere el desarrollo y razonamientos sometidos a una lógica jurídica clara y completa y, al mismo tiempo, a los principios primordiales que la doctrina de casación ha elaborado. Sin fundamentación, sin razonar las infracciones denunciadas no existe formalización. La fundamentación de la infracción debe hacerse en forma clara y precisa, sin incurrir en imputaciones vagas, vinculando el contenido de las normas que se pretenden infringidas con los hechos y circunstancias a que se refiere la violación, esto es que la infracción debe ser demostrada sin que a tal efecto baste señalar que la sentencia infringió tal o cual precepto legal, es necesario que se demuestre cómo, cuándo y en qué sentido se incurrió en la infracción”. El recurrente no hace esta fundamentación sino que pretende que el Tribunal de Casación revise la totalidad de las pruebas que han sido aportadas en el proceso, es así como en el escrito contentivo del recurso de casación enumera las pruebas presentadas de la siguiente manera: 1.- Certificación extendida por la profesora de tercer grado de su hijo en la que consta que asistía a una reunión de padres de familia el día en que supuestamente fue sobornado. 2.- Acta levantada por el señor Comisario Nacional del cantón Ambato en la que consta que las oficinas del Departamento de Hidrocarburos Centro se encuentra funcionando en el edificio EDIPOS y no en la dirección señalada por la denunciante. 3.- Referente a las contradicciones en declaraciones de la denunciante sobre la entrega de un equipo de sonido al recurrente. 4.- Sostiene que no se toma en cuenta la declaración juramentada del Jefe del Departamento de Hidrocarburos Centro encargado. 5.- Finalmente impugna las declaraciones de la Contadora de la denunciante, en el sentido de que tiene un recibo del dinero con que le habrían sobornado al recurrente. Es jurisprudencia uniforme de la Sala que la apreciación y valoración de las pruebas presentadas en el proceso corresponde soberana y autónomamente a los jueces de instancia, por lo que, resulta impertinente pretender que este Tribunal de Casación considere la totalidad de las pruebas aportadas en el proceso. TERCERO.- El Art. 119 del Código de Procedimiento Civil dispone que la prueba debe ser apreciada en conjunto de acuerdo con las reglas de la sana crítica. Es criterio reiterado de las salas de Casación de la Excma. Corte Suprema de Justicia, de conformidad con la doctrina, que no puede servir de único fundamento para el recurso de casación la antedicha disposición porque lejos de contener preceptos sobre apreciación de la prueba, faculta a los tribunales para apreciarla conforme a las reglas de la sana crítica racional. Las reglas de la sana crítica no se hallan consignadas en ningún precepto legal concreto y taxativo que haya podido citarse como infringido y, por lo tanto, tal expresión no obliga a la Sala de instancia a seguir un criterio determinado. Por lo que, esta sola alegación no es suficiente para formular un cargo en contra de la sentencia, además la Sala considera que el Tribunal “a quo” ha realizado un análisis lógico de la prueba aportada en su conjunto y no ha violado disposición legal alguna. CUARTO.- El recurrente impugna el acto administrativo mediante el cual se lo destituye del cargo de Inspector de Hidrocarburos del Ministerio de Energía y Minas por hallarse incurso en lo que dispone el Art. 114, letra d) de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa, esto es por: “Incurrir en delito de cohecho, peculado, prevaricato o soborno y, en general, recibir cualquier clase de dádiva o remuneración que no sea legal”. Lo anterior nos lleva a la evidente conclusión de que tratándose de un recurso contencioso administrativo de plena jurisdicción o subjetivo, solo puede considerarse que hay nulidad con sus efectos específicos cuando el caso se halla inmerso en las dos únicas causas expresa y taxativamente señaladas en el Art. 59 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa: falta de competencia de la autoridad que dictó el acto administrativo impugnado, u omisión o incumplimiento de las formalidades legales que se deben observar para dictar una resolución o iniciar un procedimiento; formalidades éstas que miran no al respeto de los derechos del administrado, sino a las condiciones, extensión y ritualidades exigidas por la ley para que el funcionario competente pueda ejercer su potestad administrativa de conformidad con la ley de la materia. En consecuencia, no se puede pretender que por ninguna otra causa se declare la nulidad del recurso contencioso administrativo, en recurso subjetivo. Lo anterior nos lleva a la evidente conclusión de que, en el caso, no hay lugar a la nulidad alegada por el recurrente, y en consecuencia bien hizo el Tribunal “a quo” rechazar la demanda propuesta. Sin otras consideraciones, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se rechaza el recurso interpuesto. Sin costas. Notifíquese, devuélvase y publíquese.              

Fdo.) Dres. José Julio Benítez A., Luis Heredia Moreno y Marcelo Icaza Ponce, Ministros Jueces y Conjuez Permanente respectivamente  de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.

RAZON: Las dos copias que anteceden son iguales a su original.- Quito, a 19 de marzo de 2003.

f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario encargado de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.


Nº 42

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Quito, a 19 de febrero de 2003; las 15h00.

VISTOS (71-2002): De la sentencia pronunciada por la Primera Sala del Tribunal Distrital No. 1 de lo Contencioso Administrativo en el juicio iniciado por Jacinto Absalón Moscoso Rentería contra el Presidente del Tribunal Provincial Electoral de Sucumbíos, éste interpone recurso de casación contra el fallo que confirma el expedido por la Junta de Reclamaciones que, por haberse operado la prescripción de la facultad sancionadora de la autoridad nominadora, alegada expresamente por el actor, aceptó la demanda y declaró sin efecto jurídico el acto administrativo contenido en la Resolución No. 272-98 de 5 de agosto de 1998, y ordenó el reintegro del actor a su puesto de Contador. Concedido el recurso accedió a esta Sala que, a su vez, lo calificó y admitió a trámite, el que habiendo concluido, para sentencia, se considera: PRIMERO.- La competencia que se dejó fijada en su oportunidad procesal, no se ha alterado. SEGUNDO.- La Sala en innúmeros fallos ha establecido la diferencia sustancial existente entre prescripción y caducidad, de conformidad con la ley, la doctrina y la jurisprudencia. En efecto, como escribe el tratadista Hernando Devis Echeandía, en su obra “Compendio de Derecho Procesal”, cuando se alega la extinción del derecho sustancial, se trata de excepción de prescripción; mas, cuando solo se alega la extinción del derecho de iniciar el proceso, se trata de caducidad. Esta opera de manera automática e ipso jure, sin que precise que sea alegada por quien quiera aprovecharse de ella para declararla, pues, procede su pronunciamiento aun de oficio. Además, es de carácter objetivo, donde no tienen asidero consideraciones de orden subjetivo, como sí ocurre en la prescripción. Es suficiente con que se haya dejado pasar el término prefijado en la ley para ejercer el derecho, sin que cuente como justificativo excluyente la negligencia real o supuesta del titular, imposibilidad de hecho, etc. TERCERO.- Establecida la caducidad ésta ataca definitivamente a la acción entablada fuera de término; generando su inadmisibilidad e improcedencia que, en el ámbito contencioso administrativo deja “per se” sin sustento el acto administrativo impugnado. CUARTO.- Supuestos estos antecedentes, si en la demanda se la alegó y aún sin que así lo fuese, la Sala de instancia estaba jurídicamente obligada a declararla, sin que tuviese que entrar al análisis de los demás aspectos sobre los que se ligó la controversia para pronunciar sentencia de mérito o de fondo. Ahora bien, en el caso, se ha determinado, como expresa la Sala “a quo”, procesalmente, atentos los recaudos fácticos, que el 21 de mayo de 1998, el Pleno del Tribunal Electoral de Sucumbíos, al haber ordenado tramitar el correspondiente sumario contra el actor, conoció de las infracciones imputadas a éste. No obstante, es el 5 de agosto de 1998 que el propio Tribunal le sancionó con la destitución de su puesto, es decir cuando ya hubo decurrido más del lapso legal prefijado en el Art. 126, inciso segundo de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa para que opere la caducidad de la facultad que tenía la autoridad para aplicar la sanción disciplinaria correspondiente, cosa que es imputable a la propia autoridad nominadora. Por tanto, la causal y fundamentos aducidos en el recurso no tienen asidero legal y, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se rechaza dicho recurso.- Sin costas.- Notifíquese, publíquese y devuélvase.

Fdo.) Dres. José Julio Benítez Astudillo, Luis Heredia Moreno y Marcelo Icaza Ponce, Ministros Jueces y Ministro Conjuez Permanente de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.

RAZON: Las dos copias que anteceden son iguales a su original.

Quito, a 19 de marzo de 2003.

f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario encargado de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.

Nº 43

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Quito, a 20 de febrero de 2003; las 09h30.

VISTOS (425-2000): Luis Alejandro Ríos Acosta, interpone recurso de casación contra la sentencia dictada por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo de Guayaquil, la cual acepta la demanda presentada en contra del Colegio Fiscal Experimental “Vicente Rocafuerte” de Guayaquil. Concedido el recurso y habiéndose agotado el trámite previsto en la Ley de Casación, esta Sala para resolver lo pertinente considera: PRIMERO.- La Sala es competente para conocer y decidir este recurso en virtud de lo que disponen el artículo 200 de la Constitución Política de la República y la Ley de Casación que regula su ejercicio. SEGUNDO.- El recurso se funda en la causal primera del artículo 3 de la Ley de Casación y aduce que en la decisión recurrida existe falta de aplicación del artículo 23 de la Constitución Política de la República; del artículo 59 de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa; de los artículos 273, 277, 278 y 287 del Código de Procedimiento Civil; y errónea interpretación del artículo 112 de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa. TERCERO.- El recurso de casación interpuesto por el actor a más de la referencia de las normas que, según su criterio no han sido aplicadas o que existe errónea interpretación antes referida y que primero lo intentó por vía de aclaración y fue negado por el inferior, se contrae a dos solicitudes: a) que se le paguen todos los sueldos que le correspondieren hasta que se ejecutoríe la sentencia, por existir a criterio del actor errónea interpretación del artículo 112 de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa; y, b) que se le paguen costas procesales por haber litigado de mala fe el Rector del Colegio Rocafuerte, por existir a criterio del actor falta de aplicación del artículo 287 del Código de Procedimiento Civil. CUARTO.- No existe constancia procesal que acredite que el actor haya tenido la calidad de servidor de carrera, a la fecha de su destitución, menos aún que haya demandado ante la Junta de Reclamaciones, conforme a los artículos 108 y 112 de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa. Pues como se ha resuelto en abundante jurisprudencia de casación, el derecho a los sueldos que dejó de percibir, sólo procede a favor de los servidores de carrera, ya que tal garantía no consta entre los derechos de los demás servidores públicos, según el artículo 59 ibídem. Sin que proceda la alegación del actor en el sentido de que, junto con una presunta errónea interpretación del mencionado artículo 112, concurra falta de aplicación del artículo 23, numeral 3 de la Constitución Política, donde se garantiza la igualdad ante la ley; puesto que no hay discrimen al actor cuando se ordena restituirle a su cargo del que fue ilegalmente destituido, pero no se ordena pagarle los sueldos que dejó de percibir, porque la ley no le concede ese derecho. Y sin que tampoco proceda la alegación del actor en el sentido que, según el artículo 35, numerales 4 y 6 de la Constitución Política, los derechos del trabajador son irrenunciables, serán nulas todas las estipulaciones en contrario y, en caso de duda sobre el alcance de alguna disposición ésta se aplicará en el sentido más favorable al trabajador; puesto que el actor no se encuentra sujeto al Código del Trabajo, empezando porque no demandó ante los jueces de ese ramo sino que acudió a la jurisdicción contencioso administrativa, que excluye el amparo laboral invocado. QUINTO.- No ha demostrado el actor en qué consiste la mala fe del Rector del Colegio Rocafuerte al litigar en este juicio, y ni siquiera ha señalado foja alguna del proceso por la que el juzgador pueda apreciar tal conducta, para los fines del artículo 251 del Código Penal, como pretende el actor a fojas 208 vuelta. Por lo que mal puede alegar que se aplique el artículo 287 del Código de Procedimiento Civil, según el cual “en las sentencias y autos se condenará el pago de las costas judiciales a la parte que hubiere litigado con temeridad o precedido de mala fe”. Más aún, el artículo 289 ibídem ordena que “el Estado nunca será condenado en costas, pero se podrá condenar al pago de ellas al Procurador o al Fiscal que hubiese sostenido el pleito de mala fe o con temeridad notoria”; evento procesal que la sentencia de primer nivel la desechó tácitamente en auto de fojas 210, sin que el actor haya hecho posteriores puntualizaciones o precisiones en su reclamo por costas procesales. Por estas consideraciones, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se rechaza el recurso de casación. Sin costas. Notifíquese, devuélvase y publíquese.

Fdo.) Dres. José Julio Benítez A., Luis Heredia Moreno y Marcelo Icaza Ponce, Ministros Jueces y Conjuez Permanente respectivamente de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.

RAZON: La una copia que antecede es igual a su original.

Quito, a 19 de marzo de 2003.

f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario encargado de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.


Nº 44

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Quito, a 20 de febrero de 2003; las 10h00.

VISTOS (294-2001): Mariana Josefa Gómez Santos interpone recurso de casación contra la sentencia dictada por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo de Guayaquil, la cual declara sin lugar la demanda presentada por la recurrente en contra del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social. Concedido el recurso y habiéndose agotado el trámite previsto en la Ley de Casación, esta Sala para resolver lo pertinente considera: PRIMERO.- La Sala es competente para conocer y decidir este recurso en virtud de lo que disponen el artículo 200 de la Constitución Política de la República y la Ley de Casación que regula su ejercicio. SEGUNDO.- El recurso se funda en las causales primera y tercera del artículo 3 de la Ley de Casación y aduce que en la decisión recurrida existe errónea interpretación de los preceptos jurídicos aplicables a la valoración de la prueba, y de los artículos 125 del Estatuto del IESS y 35, numerales 1, 6 y 56 de la Constitución Política de la República. TERCERO.- La Comisión Nacional de Apelaciones del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social negó el derecho al seguro de viudedad a la señora Mariana Gómez Santos, considerando que la actora no cumple con los requisitos que establece el artículo 127, letra a) del Estatuto del IESS para los beneficiarios de este seguro. CUARTO.- Son beneficiarios del derecho a la viudedad, como lo estipula el artículo 125 del Estatuto del IESS, letra a), la viuda de un jubilado del IESS. En el presente caso la actora, en enero de 1997, contrajo matrimonio con Cristóbal Morales Mendoza, afiliado al IESS quien en el mes de junio del mismo año falleció. El mismo estatuto, en su artículo 127 enumera cuatro casos de excepción, cuando dispone que no hay derecho a viudedad, entre otros en el caso referido en la letra a) que preceptúa que cuando el matrimonio se contrajo después que el asegurado cumplió 60 años de edad, salvo los casos en que el fallecimiento ocurriera después de un año de contraído el matrimonio, o que hubiere hijos comunes; presupuesto legal en el que se encuentra la actora, pues consta en la foja 56 del proceso, que al momento en que contrajo matrimonio con el asegurado éste tenía más de 60 años de edad y adicionalmente, su fallecimiento acaeció a los cuatro meses de contraidas nupcias, y que tampoco tuvieron hijos comunes. QUINTO.- Frente a esta circunstancia, la demandante alegó que el IESS no tomó en cuenta su unión de hecho, monogámica, libre de todo impedimento legal, que mantuvo con el asegurado por aproximadamente veinte años. Pero aparece en el expediente, que del resultado de la valoración de la prueba ejecutada por el Tribunal “a quo”, para comprobar la unión de hecho entre la demandante y el asegurado, no se pudo concluir fehacientemente esa convivencia, pues en una parte de las pruebas actuadas, la actora asegura que durante su convivencia marital con Morales Mendoza siempre mantuvo su domicilio en la ciudad de Portoviejo, provincia de Manabí, sin embargo, en su petitorio de información sumaria inserto, se contradice al asegurar que con su referido cónyuge, antes del matrimonio, establecieron su hogar tanto en Bahía de Caráquez como en Pinpiguasi de Portoviejo y Guayaquil, respectivamente. Así, la actora durante los últimos veinte años ha mantenido su residencia en dos distintas ciudades, primero en Guayaquil por diecisiete años, luego en Bahía de Caráquez desde 1992, como lo declaró ante el Jefe del Registro Civil, al momento de contraer matrimonio. Si bien es cierto que el artículo 125, letra d) del Estatuto del IESS, a falta de viuda, concede el derecho de viudedad a la mujer que hubiere convivido en unión libre, monogámica, “bajo el mismo techo” con el jubilado asegurado, también libre de vínculo matrimonial, por lo menos durante dos años anteriores a la muerte del asegurado o que tengan hijos comunes, en el presente caso la demandante no tuvo hijos con el causante, ni justificó haber convivido con él bajo el mismo techo por lo menos dos años anteriores al deceso de su cónyuge, lo único que se demostró es que los fines de semana compartían el tiempo juntos, lo que no significa que exista unión de hecho y que vivían “bajo el mismo techo”. Por estas consideraciones, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se rechaza el recurso de casación. Sin costas. Notifíquese, devuélvase y publíquese.

Fdo.) Dres. José Julio Benítez A., Luis Heredia Moreno y Marcelo Icaza Ponce, Ministros Jueces y Conjuez Permanente respectivamente de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.

RAZON: La una copia que antecede es igual a su original.

Quito, a 19 de marzo de 2003.

f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario encargado de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.


No. 45 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Quito, 21 de febrero de 2003; las 09h20.

VISTOS (23-99): A fojas 278, 279, 280, 281 y 282 comparece el señor Superintendente de Bancos e interpone recurso de casación contra la sentencia dictada el 26 de enero de 1998 por el Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso - Administrativo de Guayaquil, en el juicio seguido por el ingeniero Carlos Medina Castro en su calidad de apoderado de Carlos Medina Grunauer contra el Superintendente de Bancos y el Intendente Especial del Banco de Descuento en liquidación, por el que pretendía se declare la ilegalidad de la sumilla marginal dictada por el Superintendente de Bancos al memorando No. DBP-93-1122 de 11 de agosto de 1993 y notificado el 26 de agosto del mismo año, mediante oficio No. LBD 93 249 y se condene al pago del valor diferencial del 21% recibido por Carlos Medina Grunauer al 90% que ha pagado dicha institución a la Compañía Luis Villacís Cía. Ltda.; esto es el 69% sobre la acreencia que tenía Medina Grunauer contra el Banco del Descuento en liquidación.  La sentencia recurrida determina que el acto administrativo, impugnado es ilegal y producto de un procedimiento nulo por no observar las normas que dispone la Ley General de Instituciones del Sistema Financiero y que, de acuerdo con lo que dispone la letra “B” del Art. 59 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, se declare nulo el acto impugnado y que atendiendo el pedido del actor, se ordena que la Superintendencia de Bancos cumpla con pagar como indemnización al actor el valor diferencial entre el valor recibido por el acreedor, Carlos Medina Grunauer y el que debió recibir a esa fecha, con los respectivos intereses devengados.  El recurso de casación se fundamenta en la aplicación indebida de los artículos 157, 158 y todos los citados en la sentencia de la Ley General de Instituciones del Sistema Financiero; en la falta de aplicación de las disposiciones contenidas en los artículos 2372 y 2386 del Código Civil y 132 de la Ley General de Bancos, así como de la solemnidad 2da. del artículo 355 del Código de Procedimiento Civil lo que ha llevado a una indebida aplicación del artículo 6, literal b) de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.  Por último impugna la sentencia y aduce que existe errónea interpretación de la norma contenida en el artículo 65, inciso primero de la Ley de la Jurisdicción Contencioso -Administrativa.  Con estos antecedentes, para resolver ser considera:  PRIMERO.- Esta Sala de lo Contencioso - Administrativo es competente para conocer y decidir el recurso, atento lo dispuesto por el artículo 200 de la Constitución Política de la República y artículos 1 y 9 de la Ley de Casación.  SEGUNDO.- La sumilla puesta por el Superintendente de Bancos en el memorando DBP-931122 de 11 de agosto de 1993 y notificada por el Intendente Especial del Banco de Descuento en liquidación el 26 de agosto del mismo año, se refiere al reclamo de pago de acreencias presentado por el ingeniero Carlos Medina Castro como apoderado de Carlos Medina Grunauer que disponía: “…que el reclamo del señor Medina Grunauer, debe ser atendido sujetándose a la resolución adoptada en la Junta General de Acreedores de 19 de octubre de 1992, en el sentido de proceder al pago de las acreencias por US$ 12.000 y S/. 273.042,48 hasta un máximo del 21%…”.  Esta resolución, contenida en la sumilla en referencia, el Superintendente de Bancos la toma con sujeción estricta a  la resolución adoptada, a su vez, por la Junta de Acreedores en la sesión antes señalada llevada a efecto el 19 de octubre de 1992, cuya acta obra de autos de fojas 230 a 232, resolución que por cierto era de cumplimiento obligatorio, conforme así lo prescribía el inciso primero del Art. 156 de la Ley General de Bancos, vigente a la fecha. TERCERO.- En todo caso, el actor al no haber sido atendida su reclamación o ésta hubiere sido rechazada por el Superintendente de Bancos, bien pudo deducir acción contra el banco, en la persona de su representante legal, como lo prescribía el Art. 154 (ibídem), acción que en ningún caso procedía contra el Superintendente como representante legal de la Superintendencia de Bancos, organismo de derecho público, sino contra el Banco de Descuento en liquidación, entidad de derecho privado, representado por el liquidador, que por ley es el Superintendente de Bancos; la acción contra el Banco de Descuento en liquidación, y por tanto el juicio, obviamente era de competencia de la jurisdicción ordinaria, pues no ha dejado de ser persona jurídica de derecho privado; el hecho de estar representado por el Superintendente de Bancos, en su calidad de liquidador no cambió su naturaleza jurídica, es decir no le convierte, en parte de la Administración Pública; consecuentemente, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo no era competente para conocer acción alguna planteada por un acreedor, en este caso, Medina Grunauer, contra el Banco de Descuento en liquidación.  CUARTO.- Abundando en el razonamiento señalado en el considerando anterior, es necesario dejar en claro que de conformidad con la Ley General de Bancos vigente a la fecha en que se generó el acto jurídico, el Superintendente de Bancos es el liquidador de los bancos y por tanto representante legal de tales entidades bancarias que entraren en proceso de liquidación; mas, no por tener como liquidador a tal funcionario público, se convierten en entidad pública u organismo de la Administración Pública; su naturaleza jurídica sigue siendo privada y por tanto sus actos también caen dentro del campo privado y en ningún caso y por ningún concepto pueden ser considerados como actos de la Administración Pública, taxativamente señalados en la disposición antes señalada de la Ley de la Jurisdicción Contencioso - Administrativa (Art. 4).  Por tanto, de presentarse acciones judiciales, como el planteado por Carlos Medina contra el Banco de Descuento en liquidación, el Juez competente para conocer y decidir sobre las acciones, es la jurisdicción ordinaria y no el Tribunal Contencioso - Administrativo, como así lo determina expresamente el literal b) del Art. 6 (ibídem). QUINTO.- También de autos aparece un “Convenio de Transacción” celebrado entre el Intendente Especial de Liquidación del Banco de Descuento, a nombre y en representación del Superintendente de Bancos con fecha 29 de septiembre de 1993, es decir con posterioridad a la resolución que se impugna y que se hizo conocer al actor, el 26 de agosto del mismo año, mediante oficio LBD-93-249, transacción celebrada por pedido del propio actor, en la que éste expresamente manifiesta que:  “…renuncia al derecho a cobrar el 100% del valor de su acreencia, accediendo a recibir en pago del principal de su reclamo… hasta un máximo del 21%…”.  Así mismo el actor renuncia al 100% de intereses, razón justificada para que no haya reclamado en su libelo de demanda, sin embargo el Tribunal a-quo los concede inexplicablemente en su sentencia, contrariando lo que dispone el Art. 277 del Código de Procedimiento Civil.  En el convenio transaccional, a más de mencionarse que se procede de acuerdo a la resolución adoptada en la Junta General de Acreedores de 19 de octubre de 1992, el actor acepta el pago del 21% de la acreencias, sin reserva alguna.  SEXTO.- De conformidad con el artículo 2372 del Código Civil:  “Transacción es un contrato en que las partes terminan extrajudicialmente un litigio pendiente, o precaven un litigio eventual”.  Conforme se ha señalado en el considerando anterior, el actor ha celebrado una transacción con el Intendente Especial del Banco de Descuento en liquidación, transacción que surte todos los efectos de un contrato, y por lo mismo de cumplimiento obligatorio.  De haber considerando el actor que dicha transacción no ha cumplido o no se ha sujetado a las normas establecidas en el Título XXXVIII del Libro Cuarto del Código Civil, debió intentar la acción civil de nulidad o de rescisión conforme lo prevé el artículo 2386 (ibídem); pero tal acción debió ser planteada ante la jurisdicción ordinaria y no ante la jurisdicción contenciosa administrativa.  El Tribunal de lo Contencioso Administrativo, Distrito No. 2 al aceptar, tramitar y fallar esta causa, a más de desestimar disposiciones legales expresas, lo hizo sin tener competencia, ya que cuestiones de carácter civil, estaban fuera de su competencia.  SEPTIMO.- No debe dejarse de mencionar, por seriedad de la administración de la justicia, el hecho de que el Tribunal a quo haya fundamentado su fallo en la  Ley General de Instituciones del Sistema Financiero, la misma que fue promulgada en el Reg. Of. 439 del 12 de mayo de 1994, fecha en la que entró en vigencia, de acuerdo a su “Artículo Final”, cuando lo que estaba juzgando era una resolución dictada en agosto de 1993, conforme aparece de autos, contradiciendo, en forma extraña, el principio jurídico de la irretroactividad de la ley consagrado en nuestro Código Civil.  OCTAVO.- Aunque intranscendente para el caso, no puede dejarse de mencionar el análisis que hace el Tribunal aquo para referirse al tiempo transcurrido entre la fecha de notificación de la resolución impugnada el 26 de agosto de 1993 y la de la presentación de la demanda.  El perito en su informe determina que entre estas dos fechas han transcurrido 203 días de término, es decir más que suficiente para que se haya producido la caducidad de la acción, al tenor de lo que dispone el artículo 65 de la ley (ibídem) que establecía el término de 3 meses (hoy 90 días) para deducir una demanda en la vía contencioso administrativa de plena jurisdicción, excepción suficiente para haber desechado la demanda en el caso de que al Tribunal Contencioso Administrativo le hubiese correspondido conocer este juicio, de haber ejercido competencia.  Por lo que sin otras consideraciones, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se casa la sentencia y se declara la nulidad de todo el proceso por falta de competencia del Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso Administrativo de Guayaquil, con costas a cargo de los ministros del Tribunal a-quo causantes de la nulidad. Notifíquese, publíquese y devuélvase.  

Fdo.)  Dres. Luis Heredia Moreno, Marcelo Icaza Ponce y Clotario Salinas Montaño, Ministro Juez y Conjueces Permanentes de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.

RAZON:  Las cuatro copias que anteceden son iguales a su original.

Quito, a 19 de marzo de 2003.

f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario encargado de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.


No. 46

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Quito, a 25 de febrero de 2003; las 09h00.

VISTOS (372-2000): Rodolfo Rendón Blacio, en calidad de Ministro del Ambiente, interpone recurso de casación contra la sentencia dictada por la Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo de Quito, la cual acepta la demanda presentada por el Ing. Franco de Jesús Gutiérrez Ulloa.  Concedido el recurso y habiéndose agotado el trámite previsto en la Ley de Casación, esta Sala para resolver lo pertinente considera: PRIMERO.- La Sala es competente para conocer y decidir este recurso en virtud de lo que disponen el artículo 200 de la Constitución Política de la República y la Ley de Casación que regula su ejercicio. SEGUNDO.- El recurso se funda en las causales primera y tercera del artículo 3 de la Ley de Casación y aduce que en la decisión recurrida existe falta de aplicación del artículo 259 del Reglamento General de Aplicación de la Ley Forestal y de Conservación de Areas Naturales y Vida Silvestre. TERCERO.- Para destituir  al actor, en memorando 225 de 8 de mayo de 1999, que obra de fojas 40, 41 y 42, el Director Ejecutivo del INEFAN manifiesta: “Luego de la revisión del informe por el examen especial practicado a la emisión de licencias de aprovechamiento y guías de movilización del Distrito Forestal de Napo, por el período comprendido del 1 de enero de 1993 al 31 de octubre de 1997, tramitado por la Dirección de Auditoría Interna, mediante oficio DAI-0046 del 24 de abril de 1998, se ha determinado responsabilidad administrativa en contra del ingeniero Franco Gutiérrez Ulloa, incurso dentro de los casos previstos en el artículo 376, numeral 5 de la Ley Orgánica de Administración Financiera y Control LOAFYC”. CUARTO.- Dentro de la etapa probatoria y a fojas 150, se encuentra el oficio 1435 de 15 de octubre de 1999, dirigido por el economista Luis Haro Haro, Director de Auditoría Interna, quien suscribió el informe de examen especial, y manifiesta: “Es necesario aclarar que las recomendaciones que constan en el informe de Auditoría tienden a mejorar los sistemas administrativos y de control y no a sugerir sanciones”. QUINTO.- El artículo 212 de la Constitución Política de la República dispone que “la Contraloría General del Estado tendrá potestad exclusiva para determinar responsabilidades administrativas”. Lo que concuerda con el artículo 325 de la LOAFYC, según el cual “se presume legalmente que las operaciones y actividades llevadas a cabo por las entidades y organismos y por sus servidores, sujetos a esta ley, son confiables y correctas, a menos que haya precedido declaratoria de responsabilidad por parte de la Contraloría”.  Declaratoria previa que en el caso del actor no ha ocurrido, por parte de Auditoría Interna o de Contraloría; e hizo mal la autoridad sancionadora cuando acude a la tipicidad del artículo 376 ibídem, disposición legal que se encuentra derogada y sobre lo cual existe abundante jurisprudencia de casación que así lo reconoce expresamente. SEXTO.- No existe disposición legal según la cual los sesenta días de caducidad previstos por el artículo 126 de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa, se deban contar desde que la autoridad sancionadora reciba un informe de examen especial de Auditoría Interna o de Contraloría.  Y en la especie, no solo que el informe de examen especial no determinó responsabilidad administrativa ni sugirió sanciones, sino que los hechos examinados datan como máximo del 31 de octubre de 1998, esto es, ocho meses antes de la acción de personal con la que se destituyó al actor.  De modo que la autoridad sancionadora dispuso de un tiempo mayor a sesenta días para tener noticia de conductas supuestamente violatorias de la ley por parte del actor, y desde luego, para practicarle un sumario administrativo y sancionarle dentro del indicado plazo de caducidad.  Es decir, la autoridad sancionadora conoció de conductas supuestamente ilegales del actor, necesariamente en una fecha intermedia entre el 31 de octubre de 1997, en que cierra el examen especial, y el 8 de mayo de 1998, en que la autoridad sancionadora de motu propio, considera que el actor ha incurrido en la tipicidad del derogado artículo 376, numeral 5 de la LOAFYC.  Por estas consideraciones, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY,  se rechaza el recurso de casación.  Sin costas.  Notifíquese, devuélvase y publíquese.

Fdo.)  Dres. José Julio Benítez A., Luis Heredia Moreno y Marcelo Icaza Ponce, Ministros Jueces y Conjuez Permanente respectivamente de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.

RAZON:  La una copia que antecede es igual a su original. 

Quito, a 19 de marzo de 2003.

f.)  Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario encargado de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.


No. 47

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Quito, a 25 de febrero de 2003; las 09h30.

VISTOS (401-01): El economista Nicolás Lapentti Carrión y el Abg. Alfredo Irigoyen Negrón interponen recurso de casación contra la sentencia dictada por el Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso Administrativo de Guayaquil dentro del juicio seguido por la Arq. Cumandá Coello Rendón contra los recurrentes, sentencia en la cual se acepta la demanda. Sostienen que las normas de derecho infringidas son los artículos: 38 literal h) de la Ley de Régimen Provincial anterior hoy 39 de la Codificación de la Ley de Régimen Provincial; 35 numeral 9; 118 numeral 4; 228, 230, 231, 233 de la Constitución Política del Ecuador; 49, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 57, 58 literales a), b), c); 60 literales a), b); 61, 62, 109, 110, 111, 114 literal b) y 115, 125, 126, 127 de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa; 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 48, 49, 50, 53, 54, 55, 56, 57, 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67 del Reglamento General de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa; 23 de la Ley de Regulación Económica y Control del Gasto Público; 1, 2 y 3; y, 377 de la Ley Orgánica de Administración Financiera y Control.  Fundan su recurso en las causales tercera y quinta del Art. 3 de la Ley de Casación.  Habiéndose establecido la competencia de la Sala para conocer y resolver el recurso interpuesto con oportunidad de la calificación del recurso, presupuesto procesal que no ha variado y una vez agotado el trámite establecido por la ley, es procedente que se dicte sentencia, a efecto de lo cual se hacen las siguientes consideraciones:  PRIMERO.- El acto administrativo impugnado es el oficio de 28 de septiembre de 2000 mediante el cual el Jefe de Personal del Consejo Provincial del Guayas, le notifica a la actora que: “debido al incumplimiento de la responsabilidad para la cual fue nombrada y de conformidad con lo dispuesto en el Art. 60, literal b) de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa, en concordancia con el literal h) del Art. 38 de la Ley de Régimen Provincial, ha sido removido de las funciones de ARQUITECTO para el cual fue designado”. Para imponer una sanción de esta naturaleza, se requiere un incumplimiento del funcionario o agente de la administración de una obligación inherente a su cargo, proveniente de la ley o de un órgano superior, previamente a la imposición de la sanción, se entablará un proceso de contradicción, a través del correspondiente sumario administrativo.  En el caso, no aparece de autos que el Consejo Provincial del Guayas a pesar del requerimiento del Tribunal de instancia haya enviado expediente administrativo alguno, lo que constituye un indicio en contra de la administración. SEGUNDO.- Sostienen los recurrentes que se ha interpretado erróneamente el Art. 60, literal b) de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa  que dispone textualmente:  “Prohíbese a los servidores públicos: b) Ejercer otros cargos o desempeñar actividades extrañas a sus funciones durante el tiempo fijado como horario de trabajo para el desempeño de sus labores oficiales, excepto para aquellos que sean autorizados para realizar sus estudios en las universidades e instituciones politécnicas del país;…”.  De autos no aparece prueba alguna de que la actora haya ejercido una actividad extraña a sus labores, por lo que no se puede aceptar la infracción de esta norma.  En cuanto a la alegada errónea interpretación del Art. 62 del Reglamento a la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa  que dice: “La destitución de servidores públicos de carrera será impuesta por la Autoridad Nominadora de oficio o previa petición escrita del Jefe inmediato del infractor y con el dictamen del Director de Recursos Humanos o Jefe de la Oficina Departamental de Personal o quien hiciere sus veces, el que para emitirlo levantará sumario administrativo…”.  Al respecto cabe manifestar que uno de los elementales principios y valores del derecho administrativo es el del debido proceso, que exige para la legalidad de un acto administrativo que se haya seguido el rito establecido por la ley.  Tanta importancia tiene este aspecto que del rango legal que venía teniendo nuestra legislación como consecuencia del principio constitucional del derecho de legítima defensa, en la última Constitución de la República  ha sido elevado al rango de garantía constitucional fundamental, conforme expresamente lo señala el Art. 24 de la Carta Política vigente.  De no existir debido proceso, es evidente que el acto administrativo producido con tal antecedente deviene en ilegal y tal condición volvería necio el pretender que se entre a estudiar el motivo o los hechos que determinaron a la autoridad administrativa a adoptar el acto declarado ilegítimo.  En consecuencia, en el caso, lo sustancial es establecer si en acatamiento de lo prescrito por la norma respectiva, el trámite que adoptó el administrador para producir el acto administrativo impugnado se halla de acuerdo con tal norma. Entonces si se trataba de una funcionaria de carrera debía instaurársele un sumario administrativo para comprobar las infracciones que supuestamente cometía y para que pudiera hacer efectivo su derecho de defensa; en tanto que si no se trataba de una servidora de carrera bastaba que se la escuche en audiencia. TERCERO.- Confirma lo aseverado en el considerando anterior, el Art. 39 de la Ley de Régimen Provincial cuando entre las facultades que corresponden al Prefecto Provincial se establece la de: “h) Nombrar y remover, con acatamiento de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa, a los empleados cuya designación no corresponda hacer a la Corporación, así como contratar y remover a los trabajadores del Consejo sujetos a roles, de acuerdo con la ley;”.  En el caso, la autoridad nominadora es el Prefecto Provincial pero quien impone la sanción es el Jefe de Personal, por lo tanto, este último era incompetente para hacerlo.  CUARTO.- Eduardo García de Enterría dice que la competencia administrativa es el conjunto de facultades que legítimamente pueden ser ejercidas por un órgano administrativo.  De conformidad con el Art. 59 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa:  “Son causas de nulidad de una resolución o del procedimiento administrativo: a) La incompetencia de la autoridad, funcionario o empleado que haya dictado la resolución o providencia; b) La omisión o incumplimiento de las formalidades legales que se deben observar para dictar una resolución o iniciar un procedimiento, de acuerdo con la ley cuya violación se denuncia, siempre que la omisión o incumplimiento causen gravamen irreparable o influyan en la decisión”.  En el caso, coincide este Tribunal de Casación con el “a quo” en que el Jefe de Personal del Consejo Provincial del Guayas no era competente para imponer la sanción disciplinaria de remoción, por cuanto no era la autoridad nominadora, configurándose de esta manera la primera causal de nulidad prevista en el Art. 59 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.  De lo anterior se desprende con absoluta evidencia la nulidad del acto administrativo impugnado, por lo que la alegación de las demás normas supuestamente infringidas en el fallo recurrido resultan impertinentes al caso.  Sin que sean necesarias otras consideraciones, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se rechaza el recurso de casación interpuesto.  Sin costas.  Notifíquese, publíquese y devuélvase.

Fdo.)  Dres. José Julio Benítez A., Luis Heredia Moreno y Marcelo Icaza Ponce, Ministros Jueces y Conjuez Permanente respectivamente de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.

RAZON:  Las dos copias que anteceden son iguales a su original.

Quito, a 19 de marzo de 2003.

f.)  Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario encargado de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.


No. 48

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Quito, a 25 de febrero de 2003; las 10h00.

VISTOS (25-02):  El Rector del Colegio Nacional Experimental “Aguirre Abad” y el delegado distrital de la Procuraduría General del Estado, interponen recurso de casación contra la sentencia dictada por el Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso Administrativo de Guayaquil dentro del juicio seguido por Euriz Edelynn Rivera Villamar contra los recurrentes; sentencia en la cual se acepta la demanda.  El Rector del Colegio “Aguirre Abad” sostiene que las normas de derecho infringidas son los artículos:  118 inciso primero y numeral primero; 171 inciso primero y numerales 1, 9 y 22; y, 215 y 216 de la Constitución Política de la República; 28 y 77 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa; y, 273, 277, 278, 280, 355 numerales 1, 2 y 3, 358 y 361 del Código de Procedimiento Civil.  Funda su recurso en las causales 4 y 5 del artículo 3 de la Ley de Casación.  Por su parte el delegado de la Procuraduría General del Estado sostiene que las normas de derecho infringidas son los artículos: 215 y 216 de la Constitución Política de la República; 28 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa; 273, 277, 278 y 280 del Código de Procedimiento Civil; 58 letra e), 61, 62 letra e) y 114 letra g) de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa.  Funda su recurso en las causales primera, cuarta y quinta del Art. 3 de la Ley de Casación.  Habiéndose establecido la competencia de la Sala para conocer y resolver el recurso interpuesto con oportunidad de la calificación del mismo, presupuesto procesal que no ha variado y una vez agotado el trámite establecido por la ley, es procedente que se dicte sentencia, a efecto de lo cual se hacen las siguientes consideraciones:  PRIMERO.- El acto administrativo impugnado es la acción de personal No. 004 de 31 de julio de 1995 y el oficio No. RCNEAA 262-95 de 4 de agosto de 1995 mediante la cual se resuelve destituir del cargo de Auxiliar de Laboratorio Pedagógico 1 a Euriz Edellyn Rivera Villamar por hallarse incurso en la letra c) del Art. 114 de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa  que textualmente dice: “Injurias graves de palabra u obra a sus jefes, compañeros de trabajo o al cónyuge o familiares de ellos hasta el segundo grado de consanguinidad;…”. Para imponer esta sanción, por la naturaleza de la imputación atribuida al servidor, era evidente la obligación de demostrar plenamente los hechos dentro del expediente administrativo, más, en el caso, no consta del proceso que el Rector del Colegio “Aguirre Abad” a pesar del requerimiento del Tribunal hubiera cumplido con esa obligación legal, omisión que la ley de la materia permita al juzgador “atenerse a las afirmaciones del administrado”. Para imponer una sanción de esta naturaleza, se requiere un incumplimiento del funcionario o agente de la administración de una obligación inherente a su cargo, proveniente de la ley o de un órgano superior, previamente a la imposición de la sanción, se entablará un proceso de contradicción, a través del correspondiente sumario administrativo.  En el caso, no aparece de autos que el Rector del Colegio “Aguirre Abad” a pesar del requerimiento del Tribunal de instancia haya enviado expediente administrativo alguno, lo que constituye un indicio en contra de la administración.  SEGUNDO.- El Rector del Colegio “Aguirre Abad” sostiene que se han infringido las siguientes normas constitucionales:  Art. 118 inciso primero que dispone que entre las instituciones del Estado están los organismos y dependencias de las funciones Legislativa, Ejecutiva y Judicial; Art. 171 que se refiere a las atribuciones y deberes del Presidente de la República, normas éstas totalmente impertinentes al caso.  Tanto el Rector del Colegio “Aguirre Abad” como el delegado distrital de la Procuraduría General del Estado sostienen que se ha infringido también el Art. 215 de la Carta Suprema que dice que el Procurador General es el representante judicial del Estado. No aparece que se haya infringido esta norma por cuanto de autos aparece que sí se contó con la delegada distrital de Procuraduría General del Guayas. TERCERO.- El Rector de la institución demandada alega como infringidos los siguientes artículos del Código de Procedimiento Civil: el 273 que define en qué consiste la sentencia, el 278 ordena que en las sentencias se decidirán con claridad los puntos que fueren materia de la resolución y el 280 que dice que en la sentencia que decida algún incidente o resuelva sobre la acción principal se expresará el asunto que va a decidirse y los fundamentos o motivos de la decisión.  Las normas transcritas si bien se refieren a los requisitos que deben contener las sentencias, son impertinentes al caso.  CUARTO.-  El mismo recurrente pretende que se consideren las excepciones propuestas a la demanda, así como todas y cada una de las pruebas aportadas en el proceso, atribuciones que soberana y autónomamente corresponden a los jueces de instancia, resultando impertinente tal pedido a un Tribunal de Casación, toda vez que su facultad se limita a corregir posibles errores en derecho que hayan cometido los tribunales de instancia en su fallo. QUINTO.- Ambos recursos coinciden en afirmar que la sentencia impugnada se halla incursa en la causal cuarta del Art. 3 de la citada ley que consiste en la “resolución, en la sentencia o auto, de lo que no fuere materia de litigio u omisión de resolver en ella todos los puntos de la litis”. Los excesos o defectos de poder del Juez en el ejercicio  de la jurisdicción “ultra petita” cuando al resolver concede más de lo que se le pide; “extra petita” cuando resuelve sobre asuntos o hechos que no pertenecen a la materia del litigio, según ésta quedó constituida al quedar trabada la litis y “citra petita”, por omisión de resolver todos los puntos de la litis.  Cualquiera de estos extremos deben darse en la sentencia o auto para que se configure esta causal de casación.  Los recurrentes han invocado esta causal y el Art. 277 del Código de Procedimiento Civil como la norma infringida por haberse resuelto en la sentencia puntos sobre los que no se ha trabado la litis.  Es necesario observar que los puntos sobre los que se traba la litis no están dados sólo por los hechos que han sido materia de las excepciones opuestas a la demanda, como erradamente pretenden, sino también y podríamos decir que principalmente, por los hechos que sirven de fundamento a la demanda.  Al no especificar con claridad qué asunto que no fuera materia del litigio fue resuelto en la sentencia impugnada, resulta impertinente aceptar la infracción de la sentencia por la causal aludida. SEXTO.- Los recurrentes imputan al fallo recurrido el estar incurso en la causal quinta del artículo 3 de la Ley de Casación, que dice:  “Cuando la sentencia o auto no contuvieren los requisitos exigidos por la ley o en su parte dispositiva se adoptaren decisiones contradictorias o incompatibles”.  Este numeral señala dos vicios del fallo que pueden dar lugar a que sea casado: a) Que la resolución impugnada no contenga los requisitos que exige la ley; son omisiones que la afectan en cuanto acto escrito, o sea a su estructura formal, como el que omita la identificación de las personas a quienes el fallo se refiere, o la enunciación de las pretensiones, o la motivación en los hechos y en el derecho (que habitualmente se consignan en los considerandos) o la parte resolutiva, o el lugar, la fecha y la firma de quien la expide; y, b) Que en la parte dispositiva se adopten disposiciones contradictorias o incompatibles.  Respecto de este segundo vicio, cabe preguntar si la contradicción o la incompatibilidad deberá darse única y exclusivamente en su parte resolutiva o dispositiva según la letra de la ley; si se toma en cuenta lo que dispone el inciso segundo del artículo 301 del Código de Procedimiento Civil, o sea que “para apreciar el alcance de la sentencia, se tendrá en cuenta no sólo la parte resolutiva, sino también los fundamentos objetivos de la misma”; se concluirá que la contradicción o la incompatibilidad bien puede presentarse en la sentencia entre la motivación y la resolución; esta conclusión, además de tener un respaldo legal, fundamentalmente es de lógica, ya que bien puede darse casos en que, si bien en los considerandos se señalen unos fundamentos objetivos, sin embargo se adopte una resolución que nada tenga que ver con tales fundamentos o que los contradiga, e inclusive que en la motivación del fallo se realice un análisis totalmente ilógico, que adolezca de incoherencia o falta de sindéresis.  Al no existir estos vicios en la sentencia recurrida, no se puede aceptar que ha incurrido en dicha causal.  SEPTIMO.- Finalmente el recurso de casación interpuesto por el delegado de la Procuraduría General del Estado sostiene que se han infringido los artículos 61 y 62 lit. e) de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa, referentes al régimen disciplinario, la primera norma dispone que el servidor público que incumpliere sus obligaciones o contraviniere las disposiciones de la ley incurrirá en responsabilidad administrativa; en tanto que el literal e) del Art. 62 entre las sanciones disciplinarias contempla la de destitución.  Al respecto cabe manifestar que uno de los elementales principios y valores del derecho administrativo es el del debido proceso, que exige para la legalidad de un acto administrativo que se haya seguido el rito establecido por la ley.  Tanta importancia tiene este aspecto que del rango legal que venía teniendo nuestra legislación como consecuencia del principio constitucional del derecho de legítima defensa, en la última Constitución de la República ha sido elevado al rango de garantía constitucional fundamental, conforme expresamente lo señala el Art. 24 de la Carta Política vigente.  De no existir debido proceso, es evidente que el acto administrativo producido sin él deviene en ilegal y tal condición volvería necio pretender que se entre a estudiar el motivo o los hechos que determinaron a la autoridad administrativa a adoptar el acto declarado ilegítimo.  En consecuencia, en el caso, lo sustancial es establecer si en acatamiento de lo prescrito  por la norma respectiva, el trámite que adoptó el administrador para producir el acto administrativo impugnado se halla de acuerdo con tal norma. Entonces si se trataba de un funcionario de carrera debía instaurársele un sumario administrativo para comprobar las infracciones que supuestamente cometió y para que pudiera hacer efectivo su derecho de defensa; en tanto que si no se trataba de un servidor de carrera bastaba que se lo escuche en audiencia.  Al no haberse procedido así, se ha configurado la ilegalidad, por lo que la alegación de las demás normas supuestamente infringidas en el fallo recurrido resultan improcedentes.  Sin que sean necesarias otras consideraciones, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se rechazan los recursos de casación interpuestos.- Sin costas. Notifíquese, publíquese y devuélvase.

Fdo.)  Dres. José Julio Benítez A., Luis Heredia Moreno y Marcelo Icaza Ponce, Ministros Jueces y Conjuez Permanente respectivamente de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.

RAZON:  Las tres copias que anteceden son iguales a su original. 

Quito, a 19 de marzo de 2003.

f.)  Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario encargado de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.


No. 49

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Quito, a 27 de febrero de 2003; las 09h30.

VISTOS (229-2002):  Dentro del término establecido en el artículo 10 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado, publicada en el Registro Oficial No. 372 de 19 de julio de 2001, comparece el Dr. Gustavo Osman Giler Morales, en su calidad de Director Regional 6 del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social e interpone recurso de casación contra la sentencia de mayoría dictada el 18 de abril de 2002 por la Sala del Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo de Portoviejo que declara con lugar la demanda propuesta por el Dr. José Joaquín Franco Figueroa. Sostiene que las normas de derecho infringidas son los artículos: 117, 118, 119 y 123 del Código de Procedimiento Civil; 371 de la Ley Orgánica de Administración Financiera y Control; y, 58 literales a) y b) de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa.  Funda su recurso en la causal tercera del Art. 3 de la Ley de Casación por errónea interpretación de los preceptos jurídicos aplicables a la valoración de la prueba.  Concedido el recurso y habiéndose elevado la causa a esta Sala, para resolver lo pertinente considera: PRIMERO.- La Sala es competente para conocer y decidir este recurso en virtud de lo que disponen el artículo 200 de la Constitución Política de la República y la Ley de Casación que regula su ejercicio.  SEGUNDO.- El recurso de casación es un recurso extraordinario, completo y de rigor legal, por lo que debe cumplir los requisitos formales y las exigencias legales que permitan a la Sala de Casación, de manera inequívoca, examinar si se ha violentado la ley en la sentencia recurrida.  Por lo tanto, es preciso enfatizar en la calificación del recurso de conformidad a los presupuestos de la sentencia y al juicio contra ésta, ante lo cual vale dilucidar que la alegación de la existencia de un vicio en la decisión recurrida debe ser el resultado de lo que el recurrente estima “per se”, o sea las alegaciones de facto y de derecho.  Por lo cual no es prudente determinar una causal y un vicio sin ningún sustento legal, dejando dicha alegación como mero enunciado carente de valor legal.  De lo anotado se infiere que en el considerando “QUINTO” de la sentencia recurrida el Tribunal de instancia expone:  “Si bien en esta materia hay que partir de la presunción jurídica de legitimidad del acto administrativo, es necesario que se demuestre la existencia del expediente administrativo cuando el actor (como en el presente caso) es un servidor público de carrera.  Pero en el presente juicio no hay constancia de dicho expediente administrativo, lo cual nos lleva a concluir que la sanción se impuso sin haberse observado el derecho a la defensa que le corresponde al actor…”.  Entonces, si la entidad demandada no ha presentado ni reproducido la pieza fundamental del proceso administrativo para su descargo, dentro de la estación probatoria, mal puede sugerir, en su escrito de interposición del recurso de casación, que existe errónea interpretación de los preceptos jurídicos aplicables a la valoración de la prueba, lo cual insinuaría que se desea que el Tribunal de Casación actúe como Tribunal de instancia, revise el proceso y revoque la decisión subida en grado jurisdiccional, procedimiento reservado a la otrora tercera instancia.  Por lo tanto no se puede aceptar la infracción de los artículos: 117, 118, 119 y 123 del Código de Procedimiento Civil. TERCERO.- Cabe manifestar que uno de los elementales principios y valores del derecho administrativo es el del debido proceso, que exige para la legalidad de un acto administrativo que se haya seguido el rito establecido por la ley. Tanta importancia tiene este aspecto que del rango legal que venía teniendo nuestra legislación como consecuencia del principio constitucional del derecho de legítima defensa en la última Constitución de la República ha sido elevado al rango de garantía constitucional fundamental, conforme expresamente lo señala el Art. 24 de la Carta Política vigente.  De no existir debido proceso, es evidente que el acto administrativo producido con tal antecedente deviene en ilegal y tal condición volvería necio el pretender que se entre a estudiar el motivo o los hechos que determinaron a la autoridad administrativa a adoptar el acto declarado ilegítimo.  En consecuencia, en el caso, lo sustancial es establecer si en acatamiento de lo prescrito por la norma respectiva, el trámite que adoptó el administrador para producir el acto administrativo impugnado se halla de acuerdo con tal norma. Entonces si se trataba de un funcionario de carrera debía instaurársele un sumario administrativo para comprobar las infracciones que supuestamente cometía y para que pudiera hacer efectivo su derecho de defensa; en tanto que si no se trataba de un servidor de carrera bastaba que se lo escuche en audiencia.  En el caso, es evidente que no se le permitió al actor el ejercicio de su legítimo derecho a la defensa, al no utilizarse ninguno de los procedimientos antes anotados, por lo que el análisis de las supuestas infracciones de las demás normas legales alegadas en el recurso resultan impertinentes al caso.  Sin que sean necesarias otras consideraciones, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se rechaza el recurso de casación interpuesto.  Sin costas.  Notifíquese, publíquese y devuélvase.

Fdo.)  Dres. José Julio Benítez A., Luis Heredia Moreno y Marcelo Icaza Ponce, Ministros Jueces y Ministro Conjuez Permanente respectivamente de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Excma. Corte Suprema de Justicia.

RAZON: Las dos copias que anteceden son iguales a su original.

Quito, a 19 de marzo de 2003.

f.)  Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario encargado de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.   


No. 50

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Quito, a 27 de febrero de 2003; las 10h00.

VISTOS (89-02): El Gerente General y representante legal de “ALIANZA Compañía de Seguros y Reaseguros S.A.” interpone recurso de casación contra la sentencia dictada por la Segunda Sala del Tribunal Distrital No. 1 de lo Contencioso Administrativo en el juicio seguido en contra del Ministro de Finanzas y Crédito Público, sentencia en la cual, desechando la demanda se declara la validez y legalidad del acto administrativo impugnado.  Sostiene el recurrente que en la sentencia impugnada se han infringido las disposiciones de los artículos: 3, 6 y 7 de la Ley sobre el Contrato de Seguro; 1698 y 1699 del Código Civil, inciso segundo del Art. 39 de la Codificación de la Constitución Política de la República del Ecuador, publicada en el Registro Oficial No. 183 de 5 de mayo de 1993, que corresponde al inciso primero del Art. 119 del texto constitucional vigente; 39 y 76 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 195, 196, 197 y 198 del Código de Procedimiento Civil; infracciones que a su criterio han configurado las causales 1 y 3 del Art. 3 de la Ley de Casación. Durante la calificación del recurso se estableció la competencia de la Sala para conocer y resolver el recurso interpuesto, presupuesto procesal que no ha variado, por lo que, habiéndose agotado el trámite previsto en la ley de la materia, es procedente que se dicte sentencia, a efecto de lo cual se hacen las siguientes consideraciones:  PRIMERO.- Sostiene el recurrente que en la sentencia contra la cual se ha dirigido este recurso se ha producido el vicio de aplicación indebida del Art. 3 sobre la Ley de Contrato de Seguro, cuyo texto es reproducido.  Al respecto, conviene señalar que en nuestra legislación no existe una Ley sobre Contrato de Seguro, siendo así que el texto transcrito corresponde a las reformas al Título XVII, Libro Segundo del Código de Comercio cuyo título es “Del contrato seguro” reformas que fueron publicadas en el Registro Oficial No. 123 de 7 de diciembre de 1963.  Conforme a la norma transcrita en el libelo: “Para efectos de esta Ley,  se considera asegurador a la persona jurídica legalmente autorizada para operar en el Ecuador, que asume los riesgos especificados en el contrato de seguro; solicitante a la persona natural o jurídica que contrata el seguro, sea por cuenta propia o por la de un tercero determinado o determinable que traslada los riesgos al asegurador, asegurado es la interesada en la traslación de los riesgos; y, beneficiario, es la que ha de percibir, en caso de siniestro, el producto del seguro” (lo resaltado es nuestro).  De la transcripción anterior se determina claramente que el solicitante es quien contrata el seguro, pudiendo hacerlo por cuenta propia o por un tercero determinado o determinable que traslada los riesgos a la aseguradora.  De esta última parte, aparece con claridad que a más del asegurado puede concurrir un tercero determinado o determinable, siendo así que la ley no obliga a esta tercera persona a suscribir la póliza correspondiente, sin embargo de lo cual, evidentemente es parte del contrato de seguro, en tanto en cuanto es el propietario del bien asegurado o es la persona que puede originar el riesgo cubierto por el seguro.  En el caso, es evidente que siendo el asegurado Seguros Continental S.A., ésta procede a asegurar vehículos cuyas características constan de las condiciones particulares (fs. 50), cuyo anexo adherido y que forma parte integrante de la póliza de seguro de vehículos contratada a favor de Seguros Continental, en quince ítems, determina el nombre del propietario (entre los cuales se halla Edgar Enderica), del vehículo, su marca, su modelo, la clase, número de motor, número de chasis, valor del vehículo asegurado y el costo de la prima (fs. 54).  Documentos todos éstos a los que se refiere el Art. 3 al mencionar  la contratación por parte del solicitante por la de un tercero determinado o determinable que traslada los riesgos al asegurador.  Lo anterior nos lleva a la innegable conclusión de que el Juez “a quo”  no aplicó indebidamente el Art. 3 del Título XVII, Capítulo I de las reformas al Código de Comercio. SEGUNDO.- Así mismo se sostiene que el fallo impugnado aplicó indebidamente el Art. 6 de la Ley sobre Contrato de Seguro (Reformas al Código de Comercio) siguiendo el razonamiento de que disponiendo la mentada norma que la póliza debe estar firmada por los contratantes y no habiendo suscrito la misma, Edgar Enderica, no puede tener la calidad de beneficiario de dicha póliza, y si de hecho se le da tal calidad, se viola lo dispuesto en el Art. 6.  La indicada norma se refiere al instrumento del contrato de seguro, disponiendo que: “Dicho documento se llama Póliza; ésta debe redactarse en castellano y ser firmada por los contrates”.  Del texto se concluye que lo aseverado en el recurso de casación es un sofisma, ya que en ninguna parte de la norma mencionada se establece que sólo aquellos que suscriben una póliza pueden ser beneficiarios de la misma.  Es más, nuestra legislación sobre seguros permite el que se señale como beneficiario de un contrato de seguros a un tercero que no suscribe el contrato y aún más, ni siquiera se exige el conocimiento de este tercero de su calidad de beneficiario de la póliza, de donde resulta que carece de sustentación el sostener que ha habido aplicación indebida del Art. 6 antes mencionado porque el pretendido beneficiario no ha suscrito la póliza respectiva.  TERCERO.- Con relación a la pretendida aplicación indebida del Art. 7 de la Ley sobre Contrato de Seguro como lo denomina el recurrente, es verdad que ALIANZA Compañía de Seguros y Reaseguros S.A., aparece como asegurador, cierto también que de la lectura del documento como solicitante y asegurado de la misma aparece Seguros Continental S.A., mas evidentemente es un sofisma asegurar que aparece también como beneficiario por la circunstancia de que no aparece otro nombre con tal calidad y en relación a la identificación precisa de la persona o cosa respecto a la cual se contrata el seguro, es evidente que de acuerdo a lo que señala la póliza y el anexo adherido y que forma parte integrante de la póliza de vehículos 08-022018 emitida a favor de “Seguros Continental S.A.” que como bien reconoce el recurrente “forma parte integrante de las condiciones particulares de la póliza y por tanto es ella misma”, la materia del contrato de seguro es una flota de vehículos respecto de los cuales se detalla su marca, clase, valor, la prima que se paga por cada uno de ellos, constando además nombres y apellidos, frente a cada uno de los automotores, que si bien no se señala específicamente, por deducción lógica corresponde al propietario del vehículo, debiendo señalarse que seguramente por una omisión no se utilizó la palabra propietario, pero es evidente que ésta es la condición de las personas allí señaladas en cada caso; ya que solo el propietario o poseedor de buena fe, condición difícil tratándose de un vehículo, puede tener nexos jurídicos permanentes con la cosa, como para que conste su nombre en un seguro, por lo que resulta ridículo, por decirlo menos, que bien podía tratarse al igual que de los propietarios, de sus choferes, o de sus empleados, como ligeramente afirma el recurrente, quien de haber tenido dudas de la calidad que ostentaban las personas cuyos nombres y apellidos constan junto a las características de cada vehículo, bien pudo antes de efectuar el pago exigir que se presente el título  respectivo que asegure la condición de propietario del vehículo siniestrado de la persona a la que iba a realizar tal pago.  No apareciendo que se realizó esta exigencia, es evidente que se aceptó la condición de propietario del vehículo siniestrado para el pago, lo cual no va en contra de las reglas de la carga de la prueba.  Ahora bien, no hay duda de que quienes aparecen junto a las características de cada vehículo materia del seguro son los propietarios, es evidente que asegurándose a los vehículos señalados en el anexo, cualquier pago por siniestros ocurridos en ellos correspondía principal y fundamentalmente al propietario, a no ser que se demuestre una condición especial, que lo convertía a un tercero en beneficiario y no al propietario, lo que no se ha señalado en la póliza ni se ha demostrado.  Lo anterior nos lleva a la evidente conclusión de que no fue arbitraria la resolución adoptada por la Superintendencia de Bancos al considerar, como lo ha hecho el Juez de instancia al propietario del vehículo siniestrado. Es más, si por la simple circunstancia de haberse omitido la palabra propietario se reconoce a la compañía que contrató la póliza, calidad de beneficiario del seguro, pese a la lógica en contrario que aparece del texto del instrumento, es evidente que se estaría sacrificando la justicia por la sola omisión de formalidades, con lo cual se estaría violando el principio constitucional consagrado en el Art. 192. Así pues la Sala considera que no existe tampoco la alegada violación del mencionado Art. 7. CUARTO.- Si los antecedentes antes señalados nos llevan a la evidente conclusión de que los beneficiarios del seguro contratado eran los propietarios del vehículo, es evidente que siniestrado uno de ellos, era a este propietario a quien debía la aseguradora el pago del siniestro y consiguientemente ALIANZA Compañía de Seguros y Reaseguros S.A., no era deudora de Seguros Continental S.A. sino del propietario del vehículo, por lo que en consecuencia no había lugar en el caso al pago por compensación, pues la deudora de ALIANZA Compañía de Seguros y Reaseguros S.A. no era el propietario sino Seguros Continental S.A., por consiguiente, en el caso eran totalmente impertinentes tantos los Arts. 1698 y 1699 del Código Civil sin que tampoco sea procedente la aplicación  de la regla 18 del Art. 7 del Código Civil. QUINTO.- Finalmente en la sentencia impugnada no hay violación alguna del Art. 39 de la Codificación de la Constitución Política de la República, publicada en el Registro Oficial No. 183 de 5 de mayo de 1993 ya que el Superintendente de Bancos al atribuir al propietario del vehículo siniestrado la condición de beneficiario, no cometió exceso de poder alguno, pues era la lógica conclusión a la que se llegaba de los términos de la póliza, a no ser que conscientemente se quisiera priorizar las solemnidades sobre el contenido de la póliza, lo que igualmente se halla prohibido expresamente por el Art. 192 de la Constitución Política del Estado. Del análisis realizado con anterioridad, se llega a la conclusión de que el recurso presentado carece de fundamento jurídico por lo que éste no puede prosperar. Sin que sean necesarias otras consideraciones, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se rechaza el recurso de casación interpuesto.  Sin costas.  Notifíquese, publíquese y devuélvase.

Fdo.)  Dres. José Julio Benítez A., Luis Heredia Moreno y Marcelo Icaza Ponce, Ministros Jueces y Ministro Conjuez Permanente respectivamente de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Excma. Corte Suprema de Justicia.

RAZON: Las tres copias que anteceden son iguales a su original.

Quito, a 19 de marzo de 2003.

f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario encargado de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.


No. 51

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Quito, a 28 de febrero de 2003; las 17h00.

VISTOS (139-2002): El economista Patricio Llerena Torres en su calidad de Director General (E) del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, interpone recurso de casación contra la sentencia dictada el 17 de diciembre de 2001 por la Primera Sala del Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo de Quito, dentro del juicio seguido por Jorge Leonardo Bonilla Llaquitse.  Sostiene que se han infringido las siguientes normas de derecho: Art. 19, numeral 17, lit. ch) de la Constitución Política de la República vigente, a la fecha de la renuncia voluntaria es decir 29 de julio de 1994; Art. 556 del Código del Trabajo; la solemnidad sustancial segunda de los Arts. 355 y 358 del Código de Procedimiento Civil; Arts. 1, 5 y 65 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa y Arts. 52 y 63 de la Ley de Modernización del Estado y 78 de su reglamento.  Funda su recurso en la causal primera del Art. 3 de la Ley de Casación por aplicación indebida de las normas de derecho y en la causal segunda del mismo artículo por falta de aplicación de las normas procesales.  Radicada la competencia de esta Sala para conocer y resolver el presente recurso y habiéndose agotado el trámite previsto en la ley, para sentencia se considera: PRIMERO.- Del análisis de la sentencia recurrida aparece que el recurrente interpuso recurso de plena jurisdicción o subjetivo impugnando la resolución del Director General del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, mediante la cual se le negaba la compensación que establece el artículo 52 de la Ley de Modernización del Estado, la que a su criterio tenía derecho a recibirla por haber presentado su renuncia voluntaria.  En tanto que la institución demandada sostiene que lo que ocurrió es que el organismo en ejercicio de su autonomía, aprobó un  estímulo económico a favor de quienes presentaron su renuncia para jubilarse, por lo que comunicó de este hecho a todos los funcionarios que podían beneficiarse con el mismo, para que de creerlo conveniente, presentaran su renuncia en el correspondiente formulario, en el que debían señalar que lo hacían para acogerse al beneficio de la jubilación, sin que, por otra parte la institución en ningún momento haya aplicado el plan que conforme el artículo 52 debía establecer cada entidad y organismo para la separación voluntaria de sus miembros.  SEGUNDO.- Conforme consta de autos, el Consejo Superior del IESS aprobó conceder a los funcionarios que se separen de la institución para acceder a la jubilación, un estímulo (bono), de diez millones de sucres adicionales a los derechos establecidos en el contrato colectivo de la entidad y totalmente independientes de aquél.  Por otra parte, a la fecha de la renuncia del demandante, regía el Reglamento a la Ley de Modernización, publicada en el Registro Oficial No. 411 de 31 de marzo de 1994, cuyo Art. 78 imponía a todas las entidades del sector público, de manera obligatoria, la aprobación de un plan de reducción de personal por separación voluntaria.  En efecto, dicha norma dispone:  “Art. 78.- Para efectos de la compensación por separación voluntaria,  cada entidad u organismo en el plazo máximo de sesenta días contados a partir de la fecha de expedición del presente reglamento establecerá, conforme lo dispone el artículo 52 de la Ley de Modernización, un plan de reducción de personal por separación voluntaria.  El servidor, trabajador o funcionario público que desee separarse, presentará por escrito la correspondiente solicitud a la autoridad nominadora quien conocerá y calificará la misma en consideración al requerimiento institucional.  De ser aceptada dispondrá su trámite a las unidades financiera y de recursos humanos, la cuales en forma inmediata cumplirán la disposición…”.  De donde se concluye claramente que no era entonces facultativo para el IESS la aprobación de un plan de reducción de personal por separación voluntaria, sino un imperativo legal, cuyo incumplimiento de ninguna manera podía afectar los derechos de los administrados, para el caso de sus servidores, tanto más que significa para éstos la privación arbitraria de una posibilidad legal de recibir la cantidad señalada por ley.  En consecuencia, es evidente que dentro de este marco jurídico, la aprobación del estímulo de diez millones de sucres para quienes se retiren presentando la renuncia para acogerse al beneficio de la jubilación constituía un sistema paralelo al legal, que era un claro subterfugio mediante el cual se pretendía lograr la reducción de personal evitando realizar el pago de la cantidad mayor que establecía el artículo 52 de la Ley de Modernización del Estado, lo cual constituía un ilegal perjuicio para los funcionarios que se acogían a él, tanto más que al igual que lo señalado en el programa de reducción de personal, se mantenían las características esenciales de éste, pues había la invitación a renunciar y luego de la presentación de la renuncia el correspondiente acto administrativo mediante el cual se aceptaba la renuncia y se ordenaba la liquidación de haberes, tal y conforme lo estatuía el artículo 78 del reglamento antes transcrito; todo lo cual llevaba a propiciar una intencional equivocación por parte del funcionario renunciante.  Admitir la posibilidad de que esta fórmula paralela tenga efectos legales y que desplace a los señalados en la Ley de Modernización del Estado, sería admitir la legitimación de una acción administrativa paralela a la legalmente establecida, que es la única que goza de autonomía y eficacia, lo que constituiría una aberración jurídica en derecho administrativo.  TERCERO.- Como consecuencia de todo lo expuesto, es evidente que ante la solicitud presentada por el actor, el Director General del IESS debió disponer que se pague a éste la diferencia que resulta de restar de la compensación que debía recibir en aplicación del artículo 52 de la Ley de Modernización del Estado por renuncia voluntaria, la cantidad de diez millones de sucres que ya recibió en aplicación de la resolución paralela adoptada por el Consejo Superior del IESS, de donde se concluye que su negativa a pagar cantidad alguna por este concepto fue ilegal.  Las demás alegaciones también resultan impertinentes al caso.  Sin otras consideraciones, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se rechaza el recurso de casación interpuesto por el economista Patricio Llerena Torres, por los derechos que representa y se confirma en todas sus partes el fallo de la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Quito.- Sin costas.  Notifíquese, publíquese y devuélvase.   

Fdo.)  Dres. Luis Heredia Moreno, José Julio Benítez Astudillo y Marcelo Icaza Ponce, Ministros Jueces y Ministro Conjuez Permanente de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.

RAZON:  Las dos copias que anteceden son iguales a su original. 

Quito, a 19 de marzo de 2003.

f.)  Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario encargado de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.


EL GOBIERNO MUNICIPAL DE 

GONZANAMA

Considerando:

Que mediante oficio No. 00152-SGJ-2003 de fecha 31 de enero de 2003, el Ministerio de Economía y Finanzas, emite el dictamen favorable de la presente ordenanza; y,

En ejercicio de las atribuciones que le confiere la Ley de Régimen Municipal,

Expide:

La siguiente Ordenanza que regula la determinación, recaudación y administración del impuesto predial rústico.
Art. 1.- OBJETO DEL IMPUESTO.- Son objeto de este impuesto las propiedades ubicadas fuera de las zonas urbanas del cantón, de conformidad con lo que dispone el Art. 338 de la Ley de Régimen Municipal. Los elementos que integran esta propiedad son: tierras, edificios, maquinarias agrícolas y ganado y otros semovientes, caudales de agua, bosques naturales o artificiales, plantaciones de cacao, café, banano, caña, árboles frutales y otros análogos.

Art. 2.- SUJETOS ACTIVO Y PASIVO.- El sujeto activo de este tributo es la Municipalidad de Gonzanamá; el sujeto pasivo directo de la obligación tributaria es el propietario del predio rústico.

El adjudicatario de un predio rematado responderá por todos los impuestos no satisfechos por los anteriores propietarios que no hayan prescrito; pudiendo ejercer en su caso, la acción que corresponde conforme a lo dispuesto en el inciso anterior.

Art. 3.- AVALUOS.- Corresponde a la Municipalidad a través de la Sección de Rentas, Avalúos y Catastros Municipal efectuar el avalúo de las propiedades rurales de acuerdo a las normas establecidas en el Reglamento de avalúos de predios rurales para impuesto predial rústico, expedido mediante Decreto Ejecutivo No. 913, publicado en el Registro Oficial No. 282 de 25 de septiembre de 1989, con la correspondiente elaboración de las tablas de precio de los elementos valorizables, aplicando los criterios técnicos de valoración vigentes, de acuerdo a lo dispuesto por la Ley de Descentralización del Estado y de Participación Social expedida según Ley número 27 del 12 de septiembre de 1997, publicada en el Registro Oficial 167 del 8 de octubre de 1997, en su artículo 9, literal K, el que dispone a los municipios administrar el catastro rural.

El Municipio está facultando a través de la Sección de Rentas, Avalúos y Catastros para ordenar, en cualquier tiempo, la práctica de un nuevo avalúo especial o individual cuando sean indispensable o necesario para expropiaciones, compensaciones, o cuando el avalúo realizado en el plan general sea parcial o parezca equivocado o deficiente, de cuya práctica deberá informarse a la Dirección Financiera Municipal.

Así mismo el propietario podrá pedir en cualquier tiempo un nuevo avalúo de sus propiedades con finalidades comerciales para otros efectos legales. Estos avalúos causarán el gravamen del pago, según lo dispuesto en la Ordenanza que regule el cobro de la tasa por servicios técnicos y administrativos de la Municipalidad de Gonzanamá.

Los reavalúos a que se refieren los dos incisos anteriores regirán a partir del año en que éstos se practiquen y en el caso de haberse omitido los títulos correspondientes a ese año, la Oficina de Comprobación y Rentas, expedirá un nuevo título por la diferencia entre el nuevo impuesto causado en el anterior.

Art. 4.- AVALUO COMERCIAL.- Por avalúo comercial se entenderá el valor que se practique a cada propiedad rural, al momento de su requerimiento, tomando en consideración para el efecto de los precios de mercado, prescindiendo de factores especulativos.

Art. 5.- AVALUO CATASTRAL.- Será aquel que sirva de base para la liquidación del impuesto predial, el mismo que estará determinado por el valor que resulte de aplicar a cada propiedad rural la tabla de precios del valor del rubro de tierra aprobado por el Concejo y que se encontrare en vigencia.

Art. 6.- BASE IMPONIBLE.- La base imponible para el impuesto de la propiedad rústica será el valor del avalúo imponible menos la rebaja general de USD 0.60 y las deducciones a que hubiere lugar, según lo puntualizado a continuación.

Cuando un propietario posee varios predios avaluados separadamente para formar el catastro y establecer el avalúo imponible de los distintos predios, y luego de efectuar la deducción de cargas hipotecarias que afecten a dichos predios, no habrá lugar  sino a la rebaja general con mínimo imponible.

Para facilitar el pago del tributo se pondrá ha pedido de los interesados, hacer figurar los predios con el impuesto total aplicado en proporción al valor de cada uno de ellos.

Art. 7.- DEDUCCIONES.- Para establecer la parte del avalúo comercial que constituye materia imponible, el contribuyente tiene derecho a las siguientes deducciones:

a) La rebaja general de $ 0.60 en las condiciones previstas en el Art. 6 de esta ordenanza que se otorgará de oficio, sin necesidad de solicitud alguna;

b) El valor de las deudas contraídas a plazo mayor de tres años por la adquisición del predio, para su mejora o rehabilitación sea, la deuda hipotecaria o prendaria destinada a los objetos mencionados. El total de la deducción por estos conceptos no podrá exceder del 50% del avalúo comercial y se considerará previa solicitud documentada de los interesados que deberá ser presentada hasta el 30 de noviembre de cada año;

c) Los demás valores que deben deducirse por conceptos de excenciones temporales, así como a las que corresponden a elementos que no constituyen materia imponible, de acuerdo a las normas establecidas en el literal c) del Art. 345 de la Ley de Régimen Municipal vigente;

d) En los préstamos del Banco Nacional de Fomento, sin amortización gradual y a un plazo que no exceda a tres años, se acompañará a la respectiva solicitud el correspondiente certificado o copia de la escritura, en su caso, con la constancia del plazo, cantidad y destino del préstamo.

En estos casos no hará falta presentar nuevos certificados sino que continué la deducción por el valor que no hubiere pagado y en relación con los años siguientes al del vencimiento; y,

e) Cuando por pestes, fenómenos naturales, calamidad u otras causas sufriere un contribuyente una pérdida en más de un veinte por ciento del valor comercial de un predio se efectuará la deducción correspondiente en el avalúo que ha de regir desde el año próximo; el impuesto en el año que ocurra el siniestro, se rebajará proporcionalmente al tiempo y a la magnitud de la pérdida.

Cuando las causas previstas en el inciso anterior motivaran solo disminución en el rendimiento del predio, en la magnitud indicada en dicho inciso, se procederá a una rebaja proporcionada en el año que produjera la calamidad. Si los efectos se extendieren a más de un año, la rebaja se concederá por más de un año y en la proporción determinada en cada caso por el Gobierno Municipal.

El derecho que conceden estos incisos se podrá ejercer dentro del año siguiente al siniestro, previa solicitud debidamente documentada presentada a la Dirección Financiera.

Art. 8.- TARIFA DE IMPUESTO.- Sobre la base imponible, esto es el valor de avalúo imponible menos la rebaja general y las demás deducciones contempladas en la presente ordenanza, se aplicará la siguiente tabla.

	Fracción básica
	Hasta
	Impuesto
	Impuesto sobre fracción excedente

	
	
	
	

	0.00
	0.40
	0.00
	6 por mil  

	0.41
	1.20
	0.002
	7 por mil 

	1.21
	2.40
	0.01
	8 por mil 

	2.41
	4.00
	0.02
	9 por mil 

	4.01
	8.00
	0.03
	10 por mil 

	8.01
	12.00
	0.07
	11 por mil 

	12.01
	16.00
	0.12
	12 por mil 

	16.01
	24.00
	0.16
	13 por mil 

	24.01
	40.00
	0.27
	14 por mil  

	40.01
	120.00
	0.49
	15 por mil 

	120.01
	en adelante 
	1.69
	16 por mil 


Art. 9.- EXENCIONES.- Los predios y bienes que a continuación se mencionan están exentos del impuesto de que trata esta ordenanza:

a) Los del Estado, entidades del sector público e instituciones de derecho privado con finalidad social;

b) Los de instituciones de asistencia social o de educación particular, siempre que tengan personería jurídica y las utilidades que obtenga la explotación o arrendamiento de sus predios se destinen o empleen en dichos fines sociales y no beneficien a personas o a empresas privadas ajenas a las predichas finalidades;

c) Los de gobierno u organismos extranjeros que no constituyen empresas de carácter particular y en este segundo caso no persigan un fin de lucro;

d) Las tierras ocupadas por comunidades campesinas;

e) El valor de los bosques artificiales o naturales que ocupen terrenos de vocación forestal;

f) Salvo los casos de árboles naturales sembrados aisladamente, la exoneración se extenderá a los terrenos correspondientes. Las utilidades que se obtengan con motivo de la explotación de árboles que se consideren en este literal estarán sujetos al impuesto a la renta y al de ventas, de acuerdo a la ley;

g) El valor de las habitaciones para trabajadores, las escuelas, los hospitales y demás construcciones destinadas a mejorar la condición de la clase trabajadora;

h) El valor de las inversiones en obras que tengan por objeto conservar e incrementar productividad de las tierras, protegiendo éstas de la erosión, de las inundaciones o de otros factores adversos inclusive canales y embalses para riego y drenaje, puentes, caminos, instalaciones sanitarias, etc.;

i) El valor de los establos, corrales, tendales, edificios de viviendas y otros necesarios para la administración del predio;

j) El valor de las obras y construcciones destinadas de la experimentación agrícola, previo informe del Ministerio de Agricultura y Ganadería;

k) Cuando los bosques citados en la letra (e) se hayan explotado con el mínimo de intensidad por unidad de superficie, la exoneración se extenderá al valor de los terrenos ocupados por dichos bosques. El Ministerio de Agricultura y Ganadería establecerá los términos de identificación de este mínimo de intensidad de explotación de la unidad de superficie de conformidad a la Ley Forestal;

l) Las instalaciones industriales en el predio para procesamiento de productos agropecuarios, provenientes del mismo;

m) El valor de las tierras que corresponda el equipo fijo de dichas instalaciones industriales;

n) Las plantaciones de ciclo corto y perennes, tales como frutales, oleaginosas de ciclo largo, palo de balsa, barbasco, cascarilla, cauchos y otras consignadas en lista que elabora el Ministerio de Agricultura y Ganadería;

o) Las superficies dedicadas a pastizales artificiales permanentes gozarán de una rebaja del 20% sobre el impuesto predial rústico resultante. En los catastros se hará constar los avalúos de las superficies dedicadas a los pastizales artificiales permanentes, que servirán de base para realizar una rebaja determinada en este literal; y,

p) Los inmersos en el Art. 14 reformado de la Ley del Anciano.

Art. 10.- EMISION DEL CATASTRO.- La Sección de Rentas, Avalúos y Catastros emitirá el catastro predial rústico15 días antes de iniciar el año fiscal correspondiente a dicho catastro, el mismo que se mantendrá actualizado, ordenado por parroquias y con todo el detalle que fuere necesario para la identificación del predio, tal como: nombre completo del propietario o propietarios, ubicación, denominación del predio, avalúo, exoneraciones, rebajas y los impuestos principales y adicionales a cobrar. Para el efecto la Sección de Rentas, Avalúos y Catastros deberá mantener todas las fichas prediales necesarias, en donde se registrarán todos y cada uno de los elementos valorables del predio, determinantes o no del impuesto.

Las fichas prediales catastrales se enumerarán en series consecutivas, teniendo dos formas de identificación, una indicará la identificación predial, la que contendrá el número de polígono y número de predio en la que estará ubicada la propiedad; y la otra identificará el número de registro catastral con el cual estará identificado en el sistema computacional.

La Sección de Rentas, Avalúos y Catastros, puede corregir el catastro, cuando encontrare que ha existido error en la inscripción de una propiedad, traspaso de dominio en todo o en parte, cambio de denominación, cambio del valor comercial del predio por reavalúo o por las causas consideradas en esta ordenanza y en otras leyes especiales, errores de cálculo en la fijación del impuesto, falsa ubicación de la propiedad o por cualquiera otras circunstancias comprobadas debidamente de las cuales informará a la Dirección Financiera.

Art. 11.- EPOCA DE PAGO.- El impuesto debe pagarse en el curso del respectivo año, sin necesidad de que la Tesorería notifique esta obligación. Los pagos podrán efectuarse desde el 1º de enero de cada año, aún cuando no se hubiere emitido el catastro, en este caso se realizará el pago a base del catastro del año anterior y se entregará al contribuyente un recibo provisional. El vencimiento será el 31 de diciembre de cada año. Pudiendo aplicarse las demás formas de pagos, así como los descuentos que se encuentren señaladas en las leyes que rigen el impuesto catastral rural.

La Tesorería Municipal está en la obligación de hacer conocer a cada propietario el monto del impuesto que le corresponde solo cuando se realice el avalúo quinquenal y en casos especiales, como ser nuevo avalúo individual de la propiedad, incorporación de la propiedad al catastro y las otras causales expuestas en el Art. 9 de esta ordenanza.

Una vez conocido el avalúo para el quinquenio y el monto del impuesto causado, no será necesario otra notificación y el contribuyente está en la obligación de cancelar su pago respectivo sin ningún otro requisito.

Al efectuarse la liquidación de los títulos de crédito deberá hacerse constar con absoluta claridad el valor de los intereses, de las rebajas y los recargos a que hubiere lugar y el valor efectivamente cobrado, lo que deberá reflejarse en el respectivo parte de recaudación. Cada título de crédito llevará sellada la fecha de su cancelación.

Art. 12.- INTERESES POR MORA TRIBUTARIA.- Los contribuyentes, que no pagaren este impuesto hasta el día 31 de diciembre del año al que corresponde, pagarán el interés anual equivalente al máximo convencional permitido por la ley, desde la fecha de su exigibilidad hasta la de su extinción, calculado de acuerdo a los tipos vigentes en los correspondientes períodos.

Art. 13.- IMPUTACION DE PAGOS PARCIALES.- Los pagos parciales que se realicen con cargo a los títulos de crédito, se acreditarán en el siguiente orden:

a) Interés;

b) Capital; y,

c) Costas procesales, en las que se incluirán los honorarios.

Art. 14.- MULTAS.- Establécese las siguientes multas a los contraventores de esta ordenanza:

a) Multas de cinco a veinte dólares norteamericanos a los propietarios de predios rústicos que se negaren a facilitar datos o a efectuar las declaraciones necesarias para realizar los avalúos de la propiedad;

b) Multas de cinco a veinte dólares norteamericanos a las personas que por culpa o dolo proporcionen datos tributarios falsos.
Esta sanción será impuesta por el Alcalde, a petición del Director Financiero;

c) Las personas naturales o jurídicas que mediante actos deliberados u ocultación de la materia imponible produzcan la evasión tributaria o ayuda a dicha finalidad incurrirán de una multa de hasta el triple del tributo evadido o intentado evadir, sin perjuicio de lo dispuesto en el literal anterior, que será impuesta en la forma prescrita en el mismo;

d) Los avaluadores que por negligencia u otras causas dejaren de avaluar una propiedad o realicen avalúos por debajo del justo valor del predio y no justificaren su conducta, serán sancionados con una multa de diez a cincuenta dólares norteamericanos que les será impuesta por el Jefe de la Dirección Financiera y destituidos cuando se comprobare o hubieren graves presunciones de dolo, sin perjuicio de las sanciones legales a que hubiere lugar;

e) Los registradores de la propiedad que hubieren efectuado inscripciones en sus registros, sin haber exigido la presentación de comprobantes de pago de los impuestos a los certificados de liberación, incurrirán en una multa de 10 hasta 50 dólares norteamericanos, sin perjuicio del cobro del impuesto, sanción que será aplicada por el Jefe de la Dirección Financiera; y destituidos; y,

f) Los empleados y funcionarios que no presentaren o suministraren los informes de que trata el artículo serán castigados con una multa de 5 hasta 25 dólares norteamericanos, que le será impuesta por la Dirección Financiera y serán destituidos cuando se comprobare o hubieren graves presunciones de dolo, sin perjuicio de las sanciones legales a que hubiere lugar.

Art. 15.- OBLIGACION DE LOS NOTARIOS Y REGISTRADORES.- Los notarios y registradores de la propiedad, enviarán a la Oficina de Avalúos y Catastros, dentro de los diez días de cada mes, en los formularios que oportunamente les remitirá la oficina, el registro completo de las transacciones totales o parciales de los predios rurales, de las particiones entre condóminos, de las adjudicaciones por remates autorizados. Todo ello de acuerdo con las especificaciones que consten en los predichos formularios antes mencionados.

Es obligación de los notarios, exigir los recibos de pago del impuesto predial rural, por el año en que se va a celebrar la escritura y por el año inmediato anterior, como requisito previo para autorizar una escritura de venta, partición, permuta u otra forma de transferencia de dominio de inmuebles rurales.

A falta de tales recibos se exigirá certificados del Tesorero Municipal de que se ha pagado correspondiente a esos  años.

Para inscribir los autos o adjudicaciones de predios rurales a que se refiere la Ordenanza del impuesto de registro, los registradores de la propiedad exigirán que se les presente previamente, los recibos o certificados de las respectivas municipalidades, de haberse pagado los impuestos sobre las propiedades materia del remate y su adjudicación, o los correspondientes certificados de liberación por no haberse sujeto al impuesto en uno o más años, los registradores de la propiedad que efectuaren las inscripciones sin cumplir con este requisito, además de las sanciones previstas en esta ordenanza, serán responsables solidarios con el deudor del tributo.

Art. 16.- CERTIFICACION DE AVALUOS.- La Oficina de Avalúos y Catastros, conferirá los certificados sobre avalúos de la propiedad rústica, que le fueran solicitados, previa a la presentación del recibo de pago de la tasa establecida en la Ordenanza de tasas por servicios técnicos y administrativos y la certificación de que el propietario del inmueble no se encuentra adeudando a la Municipalidad por ningún concepto.

Art. 17.- DE LOS RECLAMOS.- En caso de errores en la determinación del impuesto, el contribuyente tiene derecho a solicitar al Director Financiero, o quien haga sus veces, la revisión del proceso de determinación y por ende la rectificación de la cuantía del impuesto a que hubiere lugar. También podrá solicitar la exclusión de su nombre del registro de contribuyentes de este impuesto, en los casos de transferencia o transmisión del dominio de la propiedad rural.

Art. 18.- NORMAS APLICABLES.- En todos los procedimientos y aspectos no señalados en esta ordenanza se aplicarán las pertinentes disposiciones de la Ley de Régimen Municipal y del Código Tributario.

Art. 19.- VIGENCIA.- La presente ordenanza entrará en vigencia a partir de su aprobación, sin perjuicio de la publicación en el Registro Oficial.

Art. 20.- DEROGATORIA.-  A partir de la vigencia de la presente ordenanza, quedan sin efecto acuerdos y resoluciones relacionadas con la determinación, recaudación y administración del impuesto predial rústico.

Dado y firmado en sala de sesiones de la Ilustre Municipalidad de ¨Gonzanamá¨, a los diecisiete días del mes de diciembre de dos mil dos.

f.) Sr. Miguel Angel Briceño, Alcalde.

f.) Lic. Jeanneth Carrión, Secretaria.

CERTIFICADO DE DISCUSION.
La infrascrita Secretaria General del Ilustre Municipio del Cantón Gonzanamá, certifica que la presente Ordenanza que regula la determinación, administración y recaudación del impuesto predial rústico, fue discutida y aprobada en sesiones ordinarias de Concejo del día miércoles once y martes diecisiete de diciembre de dos mil dos en primera y segunda discusión respectivamente.

f.) Lic. Jeanneth Carrión Bravo, Secretaria del Concejo.

Alcaldía del Ilustre Municipio del Cantón Gonzanamá.- La presente ordenanza queda sancionada de acuerdo a la ley, publíquese.

Gonzanamá, 19 de diciembre de 2002.

f.) Sr. Miguel Angel Briceño, Alcalde de Gonzanamá.


EL ILUSTRE CONCEJO MUNICIPAL

DEL CANTON PORTOVIEJO

Considerando:

Que de conformidad con lo establecido en los artículos 225 y 226 por la Constitución Política del Estado; los artículos 2, 3, 9, literal n) y 12 de la Ley de Descentralización del Estado, artículos 1 y 2 de su reglamento; artículo 1, literal b) de la Ley Especial de Desarrollo Turístico, así como el Convenio de Transferencia de Competencias celebrado entre el Ministerio de Turismo y la I. Municipalidad de Portoviejo el 10 de septiembre de 2002, se transfieren varias responsabilidades en el ámbito turístico, particularmente de la licencia anual de funcionamiento de los establecimientos turísticos que se encuentran registrados en el Ministerio de Turismo y cuyo catastro en lo referente a este cantón Portoviejo, ha sido también entregado con el citado convenio;

Que de conformidad con lo establecido en el artículo 228, inciso segundo, de la Constitución Política del Estado, los gobiernos municipales gozan de plena autonomía y en uso de su facultad legislativa pueden dictar ordenanzas; que los artículos 397 y 398 literales i) y l) de la Ley de Régimen Municipal, permiten aplicar tasas retributivas de servicios públicos; y el artículo 11 de la Ley para la Promoción de la Inversión y la Participación Ciudadana, que agrega un artículo innumerado a continuación del artículo 17 de la Ley de Modernización del Estado, faculta a las instituciones del Estado a establecer el pago de las tasas por los servicios de control, inspecciones, autorizaciones, permisos, licencias, u otros de similar naturaleza, a fin de recuperar los costos que incurren para este propósito; le corresponde a la Municipalidad de Portoviejo en virtud de las normas citadas y el Convenio de Transferencia de Competencias suscrito, la fijación de las tasas correspondientes para otorgar la licencia única anual de funcionamiento desde el año 2002, sobre la base de los parámetros técnicos emitidos por el Ministerio de Turismo;

Que mediante Decreto Ejecutivo 2591 del 24 de abril de 2002, promulgado en el Registro Oficial Nº 568 del 3 de mayo de 2002, se deroga de forma expresa los decretos ejecutivos: 1091-D del 29 de diciembre de 2000, publicado en el Registro Oficial 234 del 29 de diciembre de 2000, y 1402 del 4 de abril de 2001, publicado en el Registro Oficial 305 del 12 de abril de 2001, a la vez que se reconocen a los municipios que participen en los procesos de descentralización y suscriban el Convenio de Trasferencia de Competencias la plena facultad legal de conformidad con la Ley de Régimen Municipal y la Ley de Desarrollo Turístico y sus reglamentos, para establecer mediante ordenanzas las correspondientes tasas por concepto de habilitación y control de establecimientos o empresas turísticas;

Que mediante oficio Nº 00352-SGJ-2003 del 18 de marzo de 2003, suscrito por el doctor Luis Benalcázar, Subsecretario General Jurídico del Ministerio de Economía y Finanzas, otorga dictamen favorable a la misma; y,

En uso de las atribuciones que le conceden la Constitución Política de la República y la Ley de Régimen Municipal,

Expide:

LA SIGUIENTE ORDENANZA QUE ESTABLECE LA TASA PARA LA LICENCIA UNICA ANUAL DE FUNCIONAMIENTO DE LOS ESTABLECIMIENTOS Y EMPRESAS TURISTICAS EN EL CANTON PORTOVIEJO.
Artículo 1.- AMBITO Y FINES.- El ámbito de aplicación de esta ordenanza es la fijación de las tasas para la obtención de la licencia única anual de funcionamiento de los establecimientos turísticos ubicados en la jurisdicción de este cantón, cuyos valores serán destinados al cumplimiento de los objetivos y fines de desarrollo del turismo cantonal.

Artículo 2.- DEL REGISTRO.- Toda persona natural o jurídica para ejercer las actividades turísticas previstas en la Ley Especial de Turismo y sus reglamentos, deberá registrarse en el Ministerio de Turismo y obtener la licencia única anual de funcionamiento  en  el Municipio del Cantón 
Portoviejo con anterioridad al inicio de su actividad, requisito sin el cual no podrá operar ningún establecimiento turístico.

Artículo 3.- DE LA LICENCIA UNICA ANUAL DE FUNCIONAMIENTO.- La licencia única anual de funcionamiento constituye  la  autorización  legal  otorgada  por el Municipio del cantón a los establecimientos turísticos, sin la cual no pueden operar dentro de la jurisdicción del cantón. Previa a la obtención de esta licencia, toda persona natural o jurídica que preste servicios turísticos deberá cancelar el valor de la tasa correspondiente fijada en esta ordenanza.

Artículo 4.- DE LA CATEGORIZACION.- Al Ministerio de Turismo, como autoridad nacional en este campo, le corresponde la categorización de los establecimientos turísticos, que servirá para establecer los valores de la tasa por concepto de la licencia única anual de funcionamiento de los establecimientos turísticos.

Artículo 5.- DE LA TASA POR LA LICENCIA UNICA ANUAL DE TURISMO.- La tasa única de turismo será cancelada por las personas naturales o jurídicas, que desarrollen actividades turísticas remuneradas de modo temporal y habitual, dicha tasa se deberá cobrar tomando como marco legal lo establecido en el artículo 398 literales j) e i) de la Ley de Régimen Municipal, por cuanto al realizar el catastro e inventario turístico y la entrega de información turística estaría brindando un servicio administrativo municipal; y siempre que cumpla con los requisitos en la Ley Especial de Desarrollo Turístico y sus reglamentos, de conformidad a la tabla siguiente:

ESTABLECIMIENTOS HOTELEROS Y DE ALOJAMIENTO

	ESTABLECIMIENTO
	CATEGORIA
	VALOR A PAGAR EN USD DOLARES

	
	
	POR HABITACION


	VALOR MAXIMO



	HOTELES
	LUJO
	13,00
	
	1,300,00
	

	 
	PRIMERA
	11,00
	
	1,130,00
	

	 
	SEGUNDA
	8,60
	
	860,00
	

	 
	TERCERA
	4,50
	
	490,00
	

	 
	CUARTA
	3,00
	
	330,00
	

	HOTEL RESIDENCIA
	PRIMERA
	9,50
	
	950,00
	

	 
	SEGUNDA
	6,80
	
	680,00
	

	 
	TERCERA
	4,50
	
	450,00
	

	 
	CUARTA
	3,20
	
	320,00
	

	HOTELES APARTAMENTOS
	PRIMERA
	10,00
	
	1,000,00
	

	 
	SEGUNDA
	7,50
	
	750,00
	

	 
	TERCERA
	5,50
	
	550,00
	

	 
	CUARTA
	4,00
	
	400,00
	

	HOSTALES RESIDENCIA
	PRIMERA
	5,10
	
	510,00
	

	 
	SEGUNDA
	3,80
	
	380,00
	

	 
	TERCERA
	3,05
	
	305,00
	

	HOSTERIAS 
	PRIMERA
	7,10
	
	710,00
	

	PARADEROS Y MOTELES
	SEGUNDA
	5,80
	
	590,00
	

	 
	TERCERA
	4,75
	
	475,00
	

	PENSIONES
	PRIMERA
	3,85
	
	385,00
	

	 
	SEGUNDA
	3,20
	
	320,00
	

	 
	TERCERA
	2,55
	
	255,00
	

	ESTABLECIMIENTO
	CATEGORIA
	VALOR A PAGAR EN USD DOLARES

	
	
	POR HABITACION


	VALOR MAXIMO



	CABAÑAS, REFUGIOS


	POR PLAZA


	

	Y ALBERGES
	PRIMERA
	1,83
	
	385,00
	

	 
	SEGUNDA
	1,60
	
	320,00
	

	 
	TERCERA
	1,28
	
	235,00
	

	ALOJAMIENTO NO HOTELERO 
	POR HABITACION


	

	APARTAMENTOS TURISTICOS,
	PRIMERA
	6,00
	
	600,00
	

	APARTAMENTOS
	SEGUNDA
	5,30
	
	530,00
	

	 Y CIUDADES VACACIONALES
	TERCERA
	4,60
	
	460,00
	

	CAMPAMENTOS TURISTICOS

	POR PLAZA

	

	 
	PRIMERA
	2,30
	
	230,00
	

	 
	SEGUNDA
	1,60
	
	160,00
	

	 
	TERCERA
	0,80
	
	80,00
	


ESTABLECIMIENTOS DE COMIDAS Y BEBIDAS

	TIPO DE ESTABLECIMIENTO


	CATEGORIA


	POR MESA


	VALOR MAXIMO



	RESTAURANTES Y CAFETERIAS

 

 

 

 
	LUJO
	11,33
	
	340,00
	

	
	PRIMERA
	8,33
	
	280,00
	

	
	SEGUNDA
	7,33
	
	220,00
	

	
	TERCERA
	5,00
	
	150,00
	

	
	CUARTA
	4,00
	
	120,00
	

	FUENTES DE SODA
	PRIMERA
	0,00
	
	30,00
	

	 

 
	SEGUNDA
	0,00
	
	20,00
	

	
	TERCERA
	0,00
	
	15,00
	

	BARES 

	PRIMERA
	 0,00
	
	135,00
	

	
	SEGUNDA
	 0,00
	
	110,00
	

	
	TERCERA
	 0,00
	
	85,00
	

	VALOR FIJO



	DRIVE INN


	PRIMERA
	
	 

220,00
	

	
	SEGUNDA
	
	 

150,00
	

	
	TERCERA
	 
	120,00
	


 

CENTROS DE EVENTOS

	 


	CATEGORIA


	 
	VALOR FIJO



	SERVICIOS DE RECREACION,
	PRIMERA
	 
	90,00
	

	 ESPARCIMIENTO, BALNEARIOS
	SEGUNDA
	 
	70,00
	

	 
	TERCERA
	 
	55,00
	

	DISCOTECAS, NIGHT CLUB Y SALAS DE BAILE
	PRIMERA
	 
	540,00
	

	 
	SEGUNDA
	 
	380,00
	

	 
	TERCERA
	 
	270,00
	

	PEÑAS
	PRIMERA
	 
	320,00
	

	 
	SEGUNDA
	 
	270,00
	

	CENTROS DE CONVENCIONES
	PRIMERA
	 
	450,00
	

	 
	SEGUNDA
	 
	300,00
	

	 


	CATEGORIA


	 
	VALOR FIJO



	SALA DE RECEPCIONES Y 
	LUJO
	 
	250,00
	

	BANQUETES
	PRIMERA
	 
	190,00
	

	 
	SEGUNDA
	 
	130,00
	

	BOLERAS, BILLARES Y 
	PRIMERA
	 
	110,00
	

	PISTAS DE PATINAJE
	SEGUNDA
	 
	60,00
	

	CENTROS DE RECREACION 
	PRIMERA
	 
	410,00
	

	TURISTICA
	SEGUNDA
	 
	300,00
	


TRANSPORTE TURISTICO DE PASAJEROS

	 
	CATEGORIA


	 
	VALOR FIJO



	AEREOS

	SERVICIO INTERNACIONAL OPERANTE EN EL PAIS
	 
	370,00
	

	 
	DESTINO EUROPA, ASIA, N. AMERICA
	 
	370,00
	

	 
	DESTINO LATINOAMERICANO
	 
	360,00
	

	 
	DESTINO PACTO ANDINO
	 
	350,00
	

	 
	DESTINO NACIONAL
	 
	340,00
	

	 
	SERVICIO INTERNACIONAL NO OPERANTE CON OFICINA DE VENTA
	
	290,00
	

	 
	SERVICIO INTERNACIONAL NO OPERANTE CON OFICINA DE VENTA REPRESENTACION
	
	200,00
	

	 
	SERVICIO NACIONAL
	 
	350,00
	

	 
	VUELOS FLETADOS INTERNACIONALES (CHARTER) CADA VUELO
	
	150,00
	

	 
	SERVICIO DE AVIONETA O HELICOPTERO
	 
	120,00
	

	TERRESTRE (POR VEHICULO)
	SERVICIO INTERNACIONAL DE ITINERARIO REGULAR
	
	120,00
	

	 
	SERVICIO DE TRANSPORTE TERRESTRE TURISTICO
	 
	50,00
	

	 
	ALQUILER DE AUTOMOVILES(RENT A CAR) POR VEHICULO
	
	20,00
	

	 
	ALQUILER CASAS RODANTES
	 
	20,00
	

	 
	ALQUILER DE AUTOMOVILES SUCURSAL O PUNTO DE VENTA
	
	150,00
	

	MARITIMO Y FLUVIAL
	SERVICIO INTERNACIONAL DE ITINERARIO POPULAR
	 
	200,00
	

	 
	CRUCEROS TURISTICOS MARITIMOS INTERNACIONALES POR VIAJE
	
	250,00
	

	 
	CRUCEROS TURISTICOS MARITIMOS NACIONALES POR VIAJE
	
	50,00
	


AGENCIAS DE VIAJE Y TURISMO

	 
	CATEGORIA


	
	VALOR FIJO



	AGENCIAS DE VIAJE Y TURISMO
	MAYORISTA
	 
	360,00
	

	 
	INTERNACIONAL
	 
	240,00
	

	 
	OPERADORAS
	 
	120,00
	


CASINOS, SALAS DE JUEGOS Y BINGOS

	
	CATEGORIA


	
	VALOR FIJO



	CASINOS 
	LUJO
	 
	2,800,00
	

	 
	PRIMERA
	 
	1,600,00
	

	SALAS DE JUEGO Y BINGOS
	LUJO
	 
	910,00
	

	 
	PRIMERA
	 
	770,00
	

	 
	SEGUNDA
	 
	670,00
	

	 
	TERCERA
	 
	570,00
	


HIPODROMOS

	 
	CATEGORIA


	VALOR FIJO

	HIPODROMOS
	DE FUNCIONAMIENTO PERMANENTE
	370,00

	
	DE FUNCIONAMIENTO TEMPORAL
	200,00


MATERIAL DE PROMOCION Y PUBLICIDAD TURISTICA ESPECIALIZADAS
	CATEGORIA


	VALOR FIJO

	EMPRESAS PRODUCTORAS DE GUIAS, MAPAS, POSTALES, CARTELES Y FOLLETOS TURISTICOS
	 
	100,00

	EMPRESAS PRODUCTORA DE PELICULAS, FOTOGRAFIAS, TRANSPARENCIAS Y SIMILARES
	 
	100,00

	
	
	
	


Artículo 6.- DE LOS REQUISITOS PARA LA OBTENCION DE LA LICENCIA UNICA ANUAL DE FUNCIONAMIENTO.- Para obtener la licencia única anual de funcionamiento, las personas naturales o jurídicas deberán presentar en la Oficina de la Empresa Municipal de Turismo de Portoviejo, CRUCITUR, la siguiente documentación:

DE LOS REQUISITOS GENERALES.
a) ESTABLECIMIENTOS TURISTICOS EN GENERAL:
1. Solicitud en especie valorada dirigida al Gerente de la empresa CRUCITUR.
2. Certificado del registro conferido por el Ministerio de Turismo.

3. Certificado de la Cámara Provincial de Turismo o del capítulo cantonal, en caso de existir éste, de haber cumplido con las obligaciones gremiales.

4. La patente municipal.

5. Copia del RUC.

6. Lista de precios del establecimiento turístico.

7. Formulario actualizado de la planta turística; (hoja de planta).

8. Certificado de pago, de la licencia del año anterior.

9. Certificado otorgado por la Empresa Municipal de Turismo de Portoviejo, CRUCITUR, de haber recibido capacitación. Este artículo rige a partir de la renovación de la licencia de funcionamiento emitido por CRUCITUR.
b) AGENCIAS DE VIAJES:
1. Solicitud en especie valorada dirigida al Gerente de la empresa CRUCITUR.
2. Certificado del registro conferido por el Ministerio de Turismo.

3. Certificado de la Cámara Provincial de Turismo o del capítulo cantonal, en caso de existir éste, de haber cumplido con las obligaciones gremiales.

4. Certificado de pago, de licencia del año anterior.

5. Copia certificada del nombramiento del representante legal debidamente inscrito en el Registro de la Propiedad o Mercantil.

6. Copia del RUC actualizado.

7. Contrato anual de arriendo debidamente legalizado en el Registro de la Propiedad o en el Juzgado del Inquilinato. Cuando el patrimonio es propio, el título de propiedad debidamente inscrito.

8. Certificado otorgado por la Empresa Municipal de Turismo de Portoviejo, CRUCITUR, de haber recibido capacitación. Este artículo rige a partir de la renovación de la licencia de funcionamiento emitida por CRUCITUR.

9. Formulario actualizado de la planta turística (hoja de planta).

10. Recibo de haber cancelado el último año la patente municipal.

Artículo 7.- DE LAS OBLIGACIONES.- Toda persona natural o jurídica dedicada a actividades turísticas deberá cumplir con las siguientes obligaciones específicas:

a) Facilitar al personal de la Empresa Municipal de Turismo de Portoviejo, CRUCITUR, y funcionarios competentes del Municipio de Portoviejo las inspecciones y comprobaciones que fueren necesarias, a efectos del cumplimiento de las disposiciones de esta ordenanza; y,

b) Proporcionar a la Empresa Municipal de Turismo de Portoviejo, CRUCITUR, los datos estadísticos e información que les sean requeridos.

Artículo 8.- DEL PLAZO PARA OBTENER LA LICENCIA UNICA ANUAL DE FUNCIONAMIENTO.- Es obligación de toda persona natural o jurídica, obtener la licencia única anual de funcionamiento, en los primeros 60 días de cada año, durante dicho período regirá la siguiente tabla de incentivos por cumplimiento:

Quienes obtengan su licencia de funcionamiento serán acreedores al siguiente descuento:

· 1 al  31 de enero  
- 10% /  valor de la licencia.
· 1 al  28 de febrero
-   5% /  valor de la licencia.

Artículo 9.- DE LA EXHIBICION DE LA LICENCIA.- Todo establecimiento dedicado a la realización de actividades o servicios turísticos, está obligado a exhibir en un lugar visible su licencia única anual de    funcionamiento.

Artículo 10.- DE LAS SANCIONES.- Las personas naturales o jurídicas que no hayan sacado su respectiva licencia durante el plazo estipulado en la presente ordenanza serán penalizadas por incumplimiento de acuerdo a la siguiente tabla:

Quienes obtengan su licencia única anual de funcionamiento posterior a los 60 días estipulados serán sancionados con el siguiente incremento:

· 1 al  30 de marzo     +    25% / valor de la licencia.
· 1 al  31 de abril        +    50% / valor de la licencia.
· 1 al  30 de mayo       +  100% / valor de la licencia.

· En el sexto mes se clausura el local y/o empresa, hasta que ésta cumpla con sus obligaciones.

Artículo 11.- Los establecimientos turísticos que no cumplan con lo estipulado en el Art. 7, serán sancionados con la clausura de su local hasta que cumplan con lo requerido.

Artículo 12.- Serán sancionados con una multa de 100% del valor de la licencia única anual de funcionamiento, las personas naturales o los representantes legales de las empresas por no exhibir en un lugar visible la licencia única anual de funcionamiento.
Artículo 13.- Las sanciones económicas impuestas serán recaudadas por el señor Tesorero de la empresa CRUCITUR, previa emisión del respectivo título de crédito.

Artículo 14.- Los valores fijados en esta ordenanza, tendrán vigencia durante el año 2003 y a partir de 2004 podrán ser modificados a criterio del Concejo Municipal y previo dictamen favorable del Ministerio de Economía y          Finanzas.

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 15.- DE EL HORARIO DE FUNCIONAMIENTO.- El horario de funcionamiento para cada uno de los establecimientos catalogados por esta ordenanza como destinados al servicio turístico, deberá determinarse de acuerdo a las especificidades locales socio – culturales y en coordinación con la Intendencia General de Policía y el Municipio de Portoviejo a través de la Empresa Municipal de Turismo de Portoviejo, CRUCITUR.
Artículo 16.- Los nuevos establecimientos turísticos que se instalen en el cantón Portoviejo, se regirán por las tasas establecidas en esta ordenanza.

Artículo 17.- CRUCITUR, actualizará la base de datos de los establecimientos turísticos del cantón y sus referentes para la aplicación de la tasa, previo a la emisión de los títulos correspondientes.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 18.- La obtención de la licencia para el año 2003, tendrá un plazo de 60 días contados a partir de la publicación de la presente ordenanza en el Registro Oficial, luego de lo cual se aplicarán los Arts. 8 y 10 de esta ordenanza.

Artículo 19.- VIGENCIA.- La presente ordenanza entrará en vigencia a partir de la fecha de su publicación en el Registro Oficial.

Artículo 20.- DEROGATORIA.- Deróguese todas las normas reglamentarias que se opongan a la presente ordenanza expedida con anterioridad.

Dado y firmado en la sala de sesiones de la Ilustre Municipalidad de Portoviejo, a los veinte y cinco días del mes de marzo del año dos mil tres.

f.) Ing. Nimia Macías Zambrano, Vicealcaldesa (E).

f.) Lcdo. Carlos Vélez Verduga, Secretario Municipal.

Certifico: Que la presente Ordenanza que establece la tasa para la licencia única anual de funcionamiento de los establecimientos y empresas turísticas en el cantón Portoviejo, fue discutida y aprobada por el Ilustre Concejo Municipal de Portoviejo, en las sesiones ordinarias de los días siete de noviembre del año dos mil dos y veinte y tres de diciembre del año dos mil dos, siendo aprobada definitivamente en la última de las sesiones anotadas; habiéndose incluido las observaciones realizadas por el Ministerio de Economía y Finanzas suscritas por el doctor Luis Benalcázar, Subsecretario General Jurídico mediante oficio Nº 000352-SGJ-2.003, debidamente acogidas en la sesión de Corporación Municipal realizada el veinticinco de marzo del año dos mil tres.

f.) Lcdo. Carlos Vélez Verduga, Secretario Municipal.

VICEALCALDIA DEL CANTON PORTOVIEJO.- En Portoviejo a los veinte y seis días del mes de marzo del año dos mil tres a las 09h30. De conformidad a lo que dispone el artículo 128 de la Ley de Régimen Municipal, elévase al Alcalde Municipal para su sanción en tres ejemplares la presente Ordenanza que establece la tasa para la licencia única anual de funcionamiento de los establecimientos y empresas turísticas en el cantón Portoviejo.
f.) Ing. Nimia Macías Zambrano, Vicealcaldesa (E).

f.) Lcdo. Carlos Vélez Verduga, Secretario Municipal.

Portoviejo marzo veinte y seis del año dos mil tres, a las 10h10. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 de la Ley de Régimen Municipal vigente sanciono la presente ordenanza y precédase de acuerdo a la ley.

f.) Ing. Julio Sabando Vélez, Alcalde (E).

Lo certifico.
f.) Lcdo. Carlos Vélez Verduga, Secretario Municipal.


FE DE ERRATAS

CONGRESO NACIONAL

Quito, 22 de abril del 2003.

Oficio No. 684-SGCN-CAY

Señor Doctor

Jorge Morejón Martínez

Director del Registro Oficial

Presente.

De mi consideración:
En el Registro Oficial No. 61 de 14 de abril del presente año, se ha publicado el Extracto del Proyecto de Ley REFORMATORIA A LA LEY DE EDUCACION SUPERIOR, auspiciado por el señor Diputado Andrés Páez Benalcázar.

En el párrafo FUNDAMENTOS del extracto remitido a usted mediante oficio No. 504-SGCN-CAY de 2 del mismo mes, se ha deslizado un error, por lo que, una vez rectificado el texto, envío el nuevo extracto, con el fin de que se sirva ordenar su publicación.

Señalo además, que el nombre del proyecto es el que consta en el documento adjunto y es “REFORMA AL ARTICULO 15 DE LA LEY ORGANICA DE EDUCACION SUPERIOR”.

Atentamente,
f.) Dr. John Argudo Pesántez, Prosecretario General del Congreso Nacional.

CONGRESO NACIONAL

EXTRACTO DEL PROYECTO DE CODIFICACION ART. 150 DE LA CONSTITUCION POLITICA

	NOMBRE:
	“REFORMA AL ARTICULO 15 DE LA LEY ORGANICA DE EDUCACION SUPERIOR”.


	CODIGO:
	24-042.



	AUSPICIO:
	H. ANDRES PAEZ BENALCAZAR 



	COMISION:
	DE EDUCACION Y CULTURA. 



	FECHA DE INGRESO:
	31-03-2003.



	FECHA DE ENVIO A COMISION:
	03-04-2003.


________________________________

FUNDAMENTOS:

El artículo 15 de la Ley de Educación Superior, señala que el Presidente del Consejo Nacional de Educación Superior, ejerce la representación legal, judicial y extrajudicial de este organismo. Por otra parte, dada la altísima responsabilidad y compleja tarea del CONESUP, sus decisiones pueden generar divergencias que muchas veces terminan ventilándose en las instancias judiciales ordinarias.

OBJETIVOS BASICOS:

Es sumamente imperioso que se dote de Fuero de Corte Suprema al Presidente del CONESUP, permitiendo al citado funcionario ejercer su cargo sin exponerse al juzgamiento de jueces de primer nivel, lo cual resulta jerárquicamente incompatible con la investidura de tal autoridad.

CRITERIOS:

Es preciso mencionar que al Presidente del CONESUP le corresponde controlar el desmedido y desordenado crecimiento de universidades, que en muchos de los casos no cumplen con los requerimientos y requisitos básicos que exige la ley.
f.) Dr. John Argudo Pesántez, Prosecretario General del Congreso Nacional.

Administración  del  Sr.  Ing.  Lucio  E.  Gutiérrez  Borbúa


Presidente  Constitucional  de  la  República 
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